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PRÓLOGO
Elaborado por la Dra. Nadia Franco Bazán1
Los juristas Juan Marcelino González Garcete y Carlos Enrique Herrera Ruiz unieron esfuerzos y experiencia para elaborar esta obra titulada “La Igualdad Procesal entre Vícti- ma y Victimario en el Proceso Penal Panameño y Paraguayo. Análisis Doctrinario y Constitucional”. La obra es un estudio comparado de la igualdad procesal de la víctima y victimario, tanto en el proceso panameño como en el proceso paraguayo. Si tomamos en cuenta que: González Garcete ha sido de- fensor público por más de cinco (5) años y que Herrera Ruiz ha sido asistente de fiscal por más de seis (6) años, entonces cada uno de ellos ha visto la cara opuesta de la moneda de la
víctima y el victimario.
La obra nos muestra el estudio detallado de la igualdad de la víctima y el victimario, iniciado con el plano del princi- pio constitucional de la igualdad. Seguidamente, los autores abordaron la clasificación de las víctimas, que es un punto importante para determinar ante qué víctima estamos. De igual modo, la obra desarrolla la posición del ofendido o víc- tima en el derecho procesal penal latinoamericano.
 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



1 Nadia Noemí Franco Bazán es Licenciada en Derecho y Ciencias Políticas por la Univer- sidad de Panamá (1999); Especialista en Estudios Criminológicos del ICRUP (2000) y el Postgrado en Docencia Superior de la Universidad Latina de Panamá (2000). Además, cuenta con Master en Práctica Jurídica de la USAL (2004); Maestría en Derecho con énfasis en Derecho Penal de la ULACIT (2013); Maestría en Derecho Procesal en la UAM (2015) y un Doctorado en Derecho por la Universidad de Salamanca (2015). Actualmente, labora como Jefa del Centro de Documentación Jurídica de la Procuraduría de la Administración. Igualmente, imparte clases de Criminología y Derecho Administrativo en el Centro Regio- nal Universitario de San Miguelito (CRUSAM), Universidad de Panamá.
Otro importante punto abordado por González Garcete y Herrera Ruiz es la prisión del sospechoso y la víctima. Los autores explican que, en muchas ocasiones, la víctima contri- buye al aprisionamiento del agresor. Por un lado, porque la víctima lo prende in fraganti y por el otro, porque ella misma se encarga de perseguirlo y detenerlo.
En la obra también se hace un especial hincapié en la que- rella como única alternativa en los hechos punibles de acción penal privada, pero al mismo tiempo hace fuertes críticas a la querella adhesiva. De igual modo, González Garcete y Herrera Ruiz explican cómo la víctima actúa movida por un deseo de venganza personal o simplemente en busca de un resarcimiento económico. Sin duda alguna, la reparación del daño causado a la víctima es una de las tantas finalidades del proceso penal, tanto en Panamá como en Paraguay. En este mismo orden de ideas, la reparación de los daños   causados a la víctima puede funcionar no solo como un medio eficaz sustitutivo de la prisión, sino como una formal instructiva de resocialización.
González Garcete y Herrera Ruiz también desarrollaron el tema de la reparación civil del hecho punible en el Código Procesal Penal panameño y paraguayo. Ellos explican deta- lladamente que el procedimiento especial para la reparación de daño se inicia con una demanda civil. Cada país incluye los requisitos para la demanda civil, según lo explican los au- tores, tales como datos de identidad del demandante o su re- presentante legal, datos del domicilio donde deba ser citado, el detalle de los daños sufridos, el fundamento del derecho que invoca y el tipo de reparación que busca.
Debemos destacar que como la obra contiene un alto con- tenido de derecho comparado, sin duda alguna servirá de referencia para estudiantes de pre-grado y post-grado     que
Igualdad de armas procesales entre victima y victimario en el proceso penal panameño y paraguayo
estén investigando el tema de los derechos de las víctimas y los derechos del victimario. Además, la obra no solo será útil para estudiantes de Derecho Penal y Derecho Procesal Penal, sino también para estudiantes de Criminología, Política Cri- minal y Victimología.
Sin más que agregar, les recomendamos leer detenida- mente la obra de los juristas y docentes Juan Marcelino Gon- zález Garcete y Carlos Enrique Herrera Ruiz, quienes unieron esfuerzos para completar este estudio sobre la igualdad pro- cesal de la víctima y victimario en Panamá y Paraguay.
A MODO DE INTROITO
Conforme surge de nuestra experiencia tanto en el ám- bito académico y en el ejercicio de la profesión, hemos no- tado cierto tipo de malestar con relación a la percepción de las “víctimas de los hechos punibles”, un cierto abandono por parte del Estado –por no estar debidamente protegidos sus derechos en el derecho procesal; circunstancia que genera cierto malestar en un sector de la sociedad.
Teniendo en cuenta que si bien es cierto las problemáti- cas de América Latina son similares, pero han planteado so- luciones jurídicas distintas, hemos tratado de desarrollar de manera parcial este estudio comparativo de lo que ocurre en Paraguay y en Panamá –en Panamá y en Paraguay–; teniendo presente que este año empezó a regir en Panamá el sistema acusatorio penal.
En ese orden de cosas, es dable señalar que la igualdad de la víctima y del victimario debe ser un tema ampliamente debatido, puesto que en un sistema equitativo ambas partes deben ser protegidos por el Estado, y no solamente estable- cerse  “derechos  y  garantías”  favor  del imputado/acusado
–circunstancia de hecho comprensible teniendo en cuenta los abusos por parte del Estado en épocas pasadas con  relación a los ciudadanos y que es de todos conocida–; sin embargo, teniendo en cuenta las cambios que ha sufrido la sociedad y considerando que hemos avanzado  en  la  aplicación  de los derechos humanos, tanto a nivel de la Ley Suprema de la Nación como su recepción legislativa en todos los países, pareciera ser que se ha “descuidado” –por utilizar un térmi- no– con relación a las víctimas de los hechos punibles, y no solamente en el aspecto de la averiguación, procesamiento  y
sanción de los responsables, sino en el trato que reciben por los operadores de justicia.
En ese sentido, el precepto constitucional de que el “prin- cipio de que nadie podrá hacerse justicia por sí mismo”, marca un aspecto jurídico muy importante que no debe per- derse de vista, y es justamente en donde reposa la IGUAL- DAD PROCESAL ENTRE VÍCTIMA Y VICTIMARIO.
Trataremos de desarrollar la siguiente interrogante que surge en la presentación de esta obra y es: ¿Existe igualdad procesal dentro de nuestro sistema procesal penal paname- ño y en el paraguayo?
Se hace necesario y de vital importancia –a nuestro enten- der– que exista el equilibro procesal dentro de todo sistema acusatorio, en donde no solo se garanticen los derechos, prin- cipios y garantías a favor del imputado/acusado, que en el proceso constituye el anverso de la moneda, sino también no descuidar su reverso, es decir, garantizar que los derechos de las víctimas no solamente sean eficaces, sino que no lesionen su dignidad, provocando su revictimización.
Modestamente, entendemos que es un rol importante des- de la Academia indagar, observar, meditar, fiscalizar, anali- zar y dar algunas respuestas a estos interrogantes, tratando de lograr que existe el balance o equilibrio que debe existir entre la víctima y el victimario.
Es dable señalar que nuestra tarea no será fácil, porque al empezar el estudio de este tema, con el objeto de lograr las posibles respuestas, advertimos que no existe una abundan- te bibliografía, es decir, no existen trabajos que hablen de la igualdad procesal de la víctima, circunstancia que constituye un semáforo amarillo, ergo, una llamada de atención.
Es innegable que en el marco del proceso penal, tanto pa- nameño y/o paraguayo, como hemos advertido en otras   le-
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gislaciones latinoamericanas, los derechos de la víctima no se han estipulado en forma expresa y categórica para que real- mente exista una igualdad procesal, siendo genéricamente tratado en las normativas procesales y en la amplitud que los tienen debidamente legislados los derechos del imputado/ acusado.
Como expresáramos preliminarmente, la situación des- cripta precedentemente surge en forma comprensible, debi- do a que lo que tratan las legislaciones procesales es evitar el abuso por parte del Estado del ius puniendi, marcado por la relación que existe entre el imputado y el Estado, encon- trándose, según nuestro entender, en segundo plano los de- rechos de las víctimas, descuidándose aspectos inherentes a su condición, como es la adopción de medidas de  asistencia y protección en su favor; situación que se hace extensiva a los testigos que intervienen en un proceso judicial, y violándose así el principio no solo constitucional, sino un derecho huma- no fundamental, que es el DERECHO A SER TRATADO EN FORMA IGUAL, POR IMPERIO DEL VALOR DE JUSTICIA.
Somos conscientes que existe un movimiento internacio- nal que se caracteriza por el reconocimiento del rol y de los derechos de las víctimas en el proceso penal, basado en las declaraciones fundamentales de la Asamblea General de las Naciones Unidas2, como asimismo de la Comunidad Euro- pea3, que marca un hito importante para el inicio de una in- novación legislativa referida a la mayor consolidación de los
‹derechos a favor de las víctimas›, en comparación con lo que ocurre con las garantías judiciales reconocidas en los tratados internacionales a favor de los imputados y/o procesados.
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2 Declaración sobre Principios Fundamentales de Justicia para las Víctimas de Delitos y Abuso de Poder, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas el año 1985.
3     La Decisión Marco N° 5 del Consejo de la Unión Europea de 15 de marzo de 2001.
Finalmente, es nuestra intención abrir el debate en este tema tan sensible y que afecta varios procesos penales lati- noamericanos.
Es imperiosa la necesidad de la intervención de la víctima en el sistema de justicia penal, puesto que esto implica el esta- blecimiento de un mecanismo de mayor control del ejercicio del poder punitivo.
En América latina, la ciudadanía en general exige mayor transparencia y efectividad en la administración de justicia, así como en la ejecución de las sanciones, por lo cual es in- dudable que solo en la medida en que se establezcan normas adjetivas que consagran la igualdad procesal entre las partes, dentro del proceso penal, mejorando así la percepción ciuda- dana sobre la Administración de Justicia.
La dinámica de las cosas invita a reflexionar sobre estas consecuencias, y como juristas, como investigadores de las ciencias sociales, estamos obligados a aportar soluciones a los eventuales enfrentamientos de fuentes. Advertimos ab initio que esta tesis no supone verdad, es tan solo nuestro punto de vista. Sea bienvenido el debate.
LOS AUTORES
CAPÍTULO I
LA IGUALDAD EN LA CONSTITUCIÓN PANAMEÑA
Breve análisis
En un principio, el hombre no puede tomar la justicia por cuenta propia para devolver el mal por mal. Si cada uno ejer- ciera aplicar la pena al infractor de un derecho propio, sobre- vendría una venganza sin fin. Se concibe este principio, para un Estado primitivo. Pero es incompatible buscar la justicia por mano propia para un mundo civilizado. Hasta los indí- genas recurren a un Jefe o Cacique para denunciar una injus- ticia cometida por su semejante. Éste actúa de acuerdo a su conciencia, para encontrar la solución. A través del tiempo, se especula que el ser humano ha evolucionado para encontrar la solución a cada caso que se presenta.
En los primeros tiempos, se calcula que cada familia halla- ba la manera de buscar su justicia. Si el conflicto surgía entre integrantes de una misma familia, generalmente el padre o el abuelo era el que buscaba la manera de acercar a las partes y buscar devolver la paz entre los contendientes. Si surgía entre parientes de un mismo clan, se supone que los jefes familiares unidos por consanguinidad o afinidad, terciaban en la dispu- ta para arribar a un acuerdo.
La cuestión se agravaba, si surgían peleas entre compo- nentes de clanes diferentes. Podría originarse una verdadera guerra entre clanes adversarios, si no se arribaba a un enten-
dimiento pacífico. Es aquí donde se impone el Contrato So- cial de Rousseau, para evitar las batallas entre clanes familia- res, y entre los indígenas se imponían la elección de un Jefe. La cuestión a ser solucionada era conocer cómo elegir al Jefe. Entre las tribus norteamericanas, se escogía al líder guerrero, que era a su vez asesorado por los guerreros ancianos, gene- ralmente familiares o parientes del Jefe.
Este sistema de gobierno era utilizado hasta prácticamen- te el siglo XIX, donde empezaron las grandes revoluciones como productos de inspiraciones de grandes filósofos, enci- clopedistas y grandes pensadores. Tampoco en la Edad Me- dia se discutió el origen de la autoridad de los monarcas, pues éstos siempre actuaban en connivencia con la clase religiosa para justiciar la razón de ser de autoridad o mandato.
Fue en los Estados Unidos de Norteamérica donde se im- puso la declaración de los derechos del hombre en 1776, y en Francia en 1789, donde los caudillos reunidos escogieron para sus gobernantes, ya no por indicación de los religiosos, sino producto de la elección popular.4
Merece destacarse la contribución de Montesquieu  para la organización del Estado moderno. Fue este francés quien propuso dividir el poder en tres partes iguales e interdepen- dientes, a fin de despojar al Jefe del poder absoluto.
Hoy en día, cada país cuenta con su Constitución Nacio- nal, con su Código Penal, con su Código de Procedimientos y ya se busca rehabilitar a los delincuentes. Pero el tema sos- layado todavía, es la reparación a la víctima del hecho puni- ble. Si bien en varios países se ha intentado crear organismos
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4 Cabe mencionar que el origen del Estado se remonta en Grecia, pero en casi todo el mun- do, la clase dominante era la guerrera y religiosa. Pareciera que por ley natural el más fuerte se impone al más débil, de ahí todos los pueblos del mundo siempre se organizaron para las guerras. Así como los asirios se imponían por sus guerreros, los espartanos por sus soldados. Los faraones por sus ejércitos, como los romanos por sus militares.
para encargarse de una ayuda integral a la víctima, como su- cede en la provincia de Córdoba (Argentina) o en el estado de Sinaloa (México), el principal inconveniente radica en las limitaciones económicas de los Estados para bancar los gastos que demande una reparación.
Mas el tema a ser tratado en este capítulo, luego de ana- lizar el principio de la igualdad como derecho fundamental, es conocer de dónde se origina la limitación a que cada uno haga justicia por sí mismo.
En la Biblia encontramos el problema traído por el Rey Salomón, en que dos mujeres se disputaban la maternidad de un bebé. Éste decidió dividir al niño en dos partes iguales. Mientras una asentía la solución, la otra renunció a su de- recho con tal de salvar la vida de la criatura. Ahí descubrió el rey quién era la madre verdadera. Estos tipos de conflictos habrían surgido en todas las sociedades desde los tiempos re- motos. La solución la habrá dado siempre el Jefe o el Anciano
más respetado del lugar.
HUMANIZACIÓN DE LA PENA. Es la evolución sufrida por el Derecho Penal, en cuanto a la intensidad y motivación del castigo impuesto al condenado.
En los tiempos primitivos no existían penas estructuradas y preestablecidas, sino que había una serie de prohibiciones basadas en conceptos mágicos y religiosos, cuya violación traía consecuencias no solo para el ofensor, sino también para todos los miembros de su familia, clan o tribu.
Cuando se responsabilizaba a alguien por la violación de una de estas prohibiciones (tabú), el ofensor quedaba a mer- ced de la víctima y sus parientes, quienes lo castigaban cau- sándole a él y su familia un mal mayor. No existía relación alguna entre la ofensa y la magnitud del castigo.
Fue la Ley del Talión la que establecía limitaciones en la venganza, y aparecen métodos en el Código de Hammurabi, la Ley de las XII Tablas y en la Ley Mosaica.
Ahora bien, la humanización de la pena es la evolución sufrida por el Derecho Penal en cuanto a la intensidad y mo- tivación del castigo impuesto al condenado, es decir en la ac- tualidad el castigo o pena puede ser entendido como el medio con que cuenta el Estado para reaccionar frente al delito, ex- presándose como la restricción de derechos del responsable.
También podemos definirla como la pérdida o restricción de derechos personales, contemplada en la ley e impuesta por el órgano jurisdiccional, mediante un proceso, al individuo responsable de la comisión de un delito. Sin embargo, la ante- rior definición no se ajusta a la concepción que se tenía sobre la pena en el derecho antiguo, ya que la pena es una de las instituciones que más se ha transformado y evolucionado en el derecho.
Las penas han tenido su propia evolución, siendo así que, en primer lugar, se pasó de un sistema penal que giraba en torno a la pena de muerte y las penas corporales, las cuales han sido las penas privativas de libertad. Las penas corpo- rales desaparecieron primero, la pena de muerte va siendo abolida en los últimos tiempos en muchos países civilizados o limitándose a supuestos excepcionales5.
COMPOSICIONES: Las composiciones voluntarias con- sistían en un acuerdo entre las partes, para fijar el precio del daño causado o de la sangre. Estas tienen un carácter  volun-
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5 En nuestros días se aprecia una importante y progresiva sustitución de las penas priva- tivas de libertad por otras menos lesivas, como la de multa, y hasta por otras medidas consistentes simplemente en la suspensión del cumplimiento de la pena o de su propia imposición, o incluso en la renuncia de toda pena. Es decir, también se atenúa paulatina- mente la gravedad de la pena señalada a los delitos; hoy se pide que la pena privativa de libertad tenga un límite máximo, aunque esta aspiración no ha sido tomada en una gran mayoría de países
tario, ya que el autor del daño no estaba obligado a hacer una reparación. Si no había acuerdo, se recurría al Talión. A modo de ejemplo, la Ley de las XII Tablas (450 aC) establecía: “Si le arranco un miembro y no se avino a él, aplíquese Talión”.
Composiciones tarifadas. Las composiciones adquieren un carácter obligatorio y su monto es fijado por el Estado. Puede citarse como claro ejemplo a un viejo delito del Dere- cho Romano, que preveía que la pena ante la mutilación de un árbol sería de 23 ases.
SISTEMA DE PENA PÚBLICA6: El sistema de pena pú- blica supone que el Estado desplaza totalmente a los parti- culares en el derecho de impartir justicia; quedándose con la exclusividad de imponer penas.
Ya en el siglo V antes de Cristo, volviendo a la Ley de las XII Tablas, vemos que en ésta como implícitamente se distin- gue entre pena pública y la pena privada. Dentro de la pena pública se incluían los crímenes o ilícitos penales que eran atentados contra el pueblo romano, como la traición al pueblo y de los ilícitos más graves al parricidum.
Con las leyes de las siete partidas de Alfonso X (1256- 1265), queda consagrado el carácter público de la actividad represiva y se establece que la finalidad de la pena es la ex-
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6 PRINCIPAL AVANCE HACIA LA HUMANIZACIÓN DE LA PENA: Durante la etapa de venganza libre nos enfrentamos a las penas más crueles, su intensidad variaba según la fuerza que tuviera la víctima o sus familiares contra el delincuente. En el caso de la venganza talionaria, si bien comienzan a aparecer regulaciones para las penas, éstas no disminuyen su crueldad. Como ya fue señalado, la Ley de Hammurabi establecía para una gran cantidad de delitos graves, y no tan graves, la pena capital. Con respecto a deli- tos menores se establecían penas que consistían en la mutilación del cuerpo del penado, entre otros castigos tales como arrojar la víctima al río, etc. Vemos cómo las penas carecen de humanidad y tienen un sentido puramente intimidatorio. En el Derecho Romano, no es sino hasta la etapa Imperial cuando las penas empiezan a reducir su severidad, si bien se sigue manteniendo la pena capital. Hasta los siglos XVII y XVIII e incluso durante estos si- glos, fueron comunes penas tales como: el fuego, la espada, el descuartizamiento, la horca, la muerte por asfixia, el enterramiento del cuerpo vivo, el hierro candente y la flagelación.
propiación, es decir la retribución del mal causado, como me- dio de intimidación, para que el hecho no se repita.
CONCEPCIÓN GERMANA: Como una necesidad de po- ner en orden la solución de los conflictos por venganza pri- vada o individual, que fue el sistema inicial, el Estado asume la Administración de Justicia. Aparece así la “Composición”, evitando que el afectado o sus parientes cometan abusos, los cuales no pocas veces terminaron en baños de sangre en los que se veían involucradas familias enteras. Haciendo uso de su soberanía, el Estado limita la acción de la víctima o su clan familiar, transformándose ese deseo de venganza en derecho de demandar justicia –derecho de acusar– reemplazándose las reacciones físicas, lo que marca un hito en la evolución de la sociedad.7
LA LEGÍTIMA DEFENSA EN EL PARAGUAY
Realizando un análisis sintético de las diversas legislacio- nes que rigieron en el Paraguay, podemos significar que,  en
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7 César Bonesana Marchese di Beccaria, conocido principalmente como Cesare Beccaria, fue el autor de “De los delitos y las penas”, en 1764. En este libro, plantea una serie de principios que son la base del actual derecho penal, pero que para su época fueron revo- lucionarios. Solo las leyes pueden decretar penas: En el capítulo III de su libro, el autor señala el primer principio básico: “solo las leyes pueden decretar las penas sobre los deli- tos” y señala también que la función de imponer sanciones a cada uno de los delitos que se pudieren cometer dentro del núcleo social, debían ser establecidas solo por el legislador. Quien al igual que hoy, es el representante legítimo de los integrantes del pacto. Esto es un motivo de seguridad para los infractores, de que ningún juez, en un arranque de cólera o venganza, pueda imponer una sanción que le satisficiera en estos lapsos de irracionalidad desmedida. La interpretación de la Ley corresponde al Legislador y no al Juez: La inter- pretación de la ley penal no está permitida a los juzgadores, pues si tuvieran esta capaci- dad, se convertirían automáticamente en legisladores. El juzgador recibe la codificación como un dogma sagrado, el cual no tiene derecho a cuestionar y que principalmente, está obligado a llevar al pie de la letra por ser estos resultados de la voluntad de los hombres, plasmada por el pueblo a través del legislador. El juzgador tan solo tiene la facultad de realizar dentro del parámetro señalado por la ley, la motivación correspondiente, prece- dida de un análisis de los elementos que confluyeron en la comisión del delito, ya que de lo contrario, de no ser así, se puede caer en especulaciones sin respuesta, que en nada benefician a la aplicación de la pena. En conclusión, la intención de Beccaria es dejar de lado la subjetividad de los juzgadores.
primer lugar, encontramos a la Ley de Administración Públi- ca de 1844, que establecía una suerte de garantía para todos en su título X, artículo 3, donde dice:
“Todos los habitantes de la República tienen derecho a ser oídos de sus quejas por el Supremo Gobierno de la Na- ción”.
La Constitución de 1870, en su artículo 13, que entre otros aspectos consagraba:
“El Congreso no podrá jamás conceder al Poder Ejecutivo facultades extraordinarias, ni la suma del poder público, ni otorgarle sumisiones o supremacías por las que la vida, el honor y la propiedad de los habitantes de la República queden a merced del Gobierno o persona alguna. La dic- tadura es nula e inadmisible en la República del Paraguay y los que la formulen, consientan o firmen, se sujetarán a la responsabilidad y pena de los infames traidores de la patria”.
También el artículo 28 de aquella Carta Magna rezaba cuanto sigue:
“Toda persona está facultada en la República para arres- tar al delincuente sorprendido en la ejecución del  delito, y conducirlo ante la autoridad pública para ser inmediata- mente entregado a los jueces competentes…”.
Aparece en forma expresa en la Constitución de 1940 en el artículo 34, que transcripto textualmente decía:
“Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma ni ejercer violencia para reclamar su derecho. El pueblo no delibera ni gobierna sino por medio de sus representantes y autoridades creadas por esta Constitución”.
La Constitución de 1967 trae este principio en su artículo 66, donde rezaba:
“Nadie podrá hacerse justicia por sí mismo, ni reclamar su derecho por la violencia; pero se garantiza la legítima de- fensa de la vida, la propiedad y el honor de las personas”.
Aquí existe un avance, en el sentido de que si se configuran los tres elementos de la legítima defensa, como son agresión ilegítima, peligro inminente y medio racional empleado, uno puede repeler una conducta delictuosa o criminal del agresor. La Constitución de 1992 garantiza este derecho en el  Art.
15, que dice:
“De la prohibición de hacer justicia por sí mismo. Nadie podrá hacer justicia por sí mismo ni reclamar sus derechos con violencia, pero se garantiza la legítima defensa”.
Se ha establecido que una de las formas de “equilibrar las fuerzas brutas o de resistencia física” de todos los seres hu- manos, es contar con un arma de fuego.
Pero como el hombre es capaz de fabricar armas tan letales que podría hasta hacer desaparecer el planeta con solo apre- tar un botón, es obvio que su uso haya merecido un estricto control por los organismos del Estado.
Es por ello que su uso y portación por los particulares haya merecido el estudio de los legisladores, para evitar el caos en la sociedad, y que el permiso para maniobrar todo tipo de armas, se autorice únicamente a ciertos tipos de personas pre- viamente entrenadas para el efecto.
Así, se distinguen las “armas de guerra de las armas civi- les”, dependiendo esta clasificación del poder letal y de su pe- ligrosidad. Que en casi todas las legislaciones, solo se permite para el uso de particulares hasta ciertos calibres, dejando para los policías y militares la utilización de las armas de guerra.
CAPÍTULO II
ANTECEDENTES EN LA CONSTITUCIÓN PANAMEÑA
ANÁLISIS CONCEPTUAL DEL POR QUÉ EL HOMBRE RENUNCIA A SU DERECHO EN EL CONTRATO SOCIAL DE ROUSSEAU
DE LAS PRIMERAS SOCIEDADES: Se conceptúa  que la sociedad está conformada por la familia como inicio de toda sociedad, por consiguiente es alegoría de esta misma, infiriendo desde este punto que el modelo de familia, padre e hijos, esto es jefe y pueblo.
La libertad es atacada de forma necesaria para la existen- cia de la sociedad organizada, este ataque es aceptado por el pueblo como mal necesario para existir, en forma organizada. Todo ser humano nace libre, solo que unos nacen para gober- nar y otros para ser gobernados, y que los libres pierden su libertad en aras de su utilidad.
DEL DERECHO DEL MÁS FUERTE8: La idea del más fuerte no ha de trascender, si esta fuerza no se convierte en un derecho y por el débil la obediencia. Dar paso a la fuerza es por necesidad urgente y no por voluntad, la fuerza es el po- der y necesariamente hay que obedecer a los poderes si estos son los legítimos.
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8 “…la fuerza no hace el derecho, y que no está obligado a obedecer sino a los poderes legí- timos”.
Puesto que no hay hombre que tenga autoridad natural sobre su semejante, y puesto que la fuerza no produce dere- cho alguno, quedan solamente las convenciones como base de toda autoridad legítima entre los hombres.
Lo que pierde el ciudadano por el contrato social es su li- bertad natural y un derecho ilimitado a todo lo que alimenta y puede alcanzar; lo que gana en él mismo es la libertad civil y la propiedad a todo lo que posee.
DEFENSA DE LA PROPIEDAD. El derecho del primer ocupante, aunque más real que el del más fuerte, no llega a ser un verdadero derecho sino después de establecer la pro- piedad. Todo hombre tiene naturalmente derecho a lo que le es necesario; pero el acto positivo que le hace propietario de algún bien le excluye de todo lo que queda.
FUNDAMENTACIÓN FINAL DEL PENSADOR FRAN-
CÉS: Juan Jacobo Rousseau, decía:
“Pues, aunque no haya sociedad natural y general entre los hom- bres, aunque se tornen desdichados y malos al hacerse sociales, aunque las leyes de la justicia y de la igualdad no sean nada para los que viven a la vez en la libertad del estado de naturaleza y so- metidos a las necesidades del Estado social, lejos de pensar que no hay libertad ni felicidad para nosotros y que el cielo nos haya aban- donado sin remedio a la depravación de la especie, esforcémonos en sacar del mal el remedio para curarlo”.
Para nuevas asociaciones, corrijamos, si es posible, el de- fecto de la asociación general, para que nuestro violento in- terlocutor juzgue por sí mismo el éxito, mostrémosle en el arte perfeccionado la reparación de los males que el arte al comienzo causó a la naturaleza; mostrémosle toda la miseria del Estado que él creía dichoso, toda la falsedad del razona- miento que él creía sólido, que vea en una mejor constitución
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de las cosas el pago de las buenas acciones, el castigo de las malas y el amable acuerdo de la justicia y la felicidad”.
“Iluminemos su razón con nuevas luces, calentemos su co- razón con nuevos sentimientos y que aprenda a multiplicar su ser y su felicidad compartiéndolo con sus semejantes, si mi celo no me ciega en esta empresa, no dudemos que, con un alma fuerte y un sentido recto, ese enemigo del género huma- no abjurará por fin su odio y de sus errores; que la razón que le extraviaba le volverá a la humanidad, que aprenderá a pre- ferir ante un interés aparente su interés bien entendido; que se volverá bueno, virtuoso, sensible y, para decirlo de una vez por todas, dejará de ser bandido feroz que quería ser, y será el más fuerte apoyo de una sociedad bien ordenada…”.
CAPÍTULO III
SISTEMA DE JUSTICIA PENAL
ANÁLISIS
Etimológicamente la palabra proviene del latín “víctima” y representa a una persona destinada al sacrificio o sacrifi- cada, o bien que se expone a un grave riesgo a favor de otra, padeciendo el daño, por culpa ajena o por causa fortuita.
Nos encontramos entonces ante un doble significado: por una parte se refiere al ser vivo, hombre o animal  sacrificado a un ser superior como ofrenda correspondiente a un culto, y la otra interpretación que se usa en criminología, referida a la persona que sufre o es lesionada en su cuerpo o propiedad, torturada o asesinada por otra, impulsada por las más diver- sas motivaciones.
Conceptualmente el tema de la víctima es tan antiguo como la existencia del hombre en el planeta, pero su estudio científico es reciente y data del año 1945, cuando el profesor Benjamín Mendelsohn usa por primera vez el término Vic- timología, que es la ciencia que actualmente se preocupa de este sujeto.
Se entiende por “Victimología” el estudio científico de la víctima. Esta disciplina jurídica persigue analizar la personali- dad de la víctima desde diferentes ángulos: biológico, psicológi- co, moral, social, cultural, etc.
La víctima de un hecho punible, es la persona directamen- te afectada por la comisión del citado ilícito. La víctima es
la que sufre la consecuencia directa e indirecta del hecho en sí. La víctima puede sobrevivir al hecho punible, como en la mayoría de los casos, pero no podrá ver sus secuelas si ha perdido la vida como en el caso del homicidio.
También puede haber individualización inmediata de la misma, cuando el destinatario de la conducta punible sea una persona física, pero puede haber casos en que la parte afec- tada sean unos intereses difusos, como sucede en los delitos ambientales.
Nuestro Código Procesal Penal anterior establecía a la fi- gura de la querella, como medio de protección para la víctima de un hecho punible.
El juicio podía encaminarse independientemente de la actuación de la Fiscalía. En cambio, nuestro Código Procesal Penal actual restringe esta libertad en los hechos punibles de acción penal pública, y convierte a la querella como coadyu- vante a la actuación del Ministerio Público.
Se pasó de la querella autónoma a la querella adhesiva. Este cambio de sistema de nuestra legislación procesal penal, de inquisitivo a acusatorio, relega a la querella a un segundo plano y brinda más protagonismo a la actuación del Ministe- rio Público.
Los sostenedores de la desaparición de la querella, con- sideran que la víctima actúa a través de la querella más bien movido por un deseo de venganza personal, o simplemente busca un resarcimiento económico.
Dicen que las víctimas o sus representantes o herederos, no buscan una justicia objetiva, sino se mueven con fines cre- matísticos.
Mas esta posición está siendo rebatida por amplios secto- res de la doctrina. Si estuviéramos en un país de primer mun-
do, tal vez no sería necesaria la querella en los hechos puni- bles de acción penal pública, pero como estamos en un Estado donde impera la corrupción, muy pocos fiscales se salvarían de la desconfianza de la Sociedad.
Por ende, es criterio del autor que se mantenga la figura de la querella, inclusive con más atribuciones que las existentes en el Código Procesal Penal actual.
Todas las Constituciones deben permitir la participación plena de la víctima y, a su vez, el Estado debe obligarse a brindar la debida protección judicial, con el objeto de lograr una defensa más efectiva de sus intereses y evitar que el pro- ceso incremente los daños que le han causado, esto significa que se debe brindar al ofendido las herramientas para que pueda acceder a los tribunales en busca de una respuesta ra- zonada de su conflicto, por lo que se le debe explicar por qué su pretensión puede prosperar o no.
Lo que implica establecer de forma clara un catálogo de derechos que le permitan a la víctima a recibir un trato digno y respetuoso, que se hagan mínimas las molestias durante la sustanciación del caso, que se respete su intimidad mientras no obstruya la investigación y a requerir medidas para su se- guridad, la de sus familiares y testigos que declaren en su interés.
La incorporación de la víctima como sujeto en el proceso penal es controvertida en doctrina, habiéndose dado una se- rie de argumentos en contra de su participación. Así, se ha observado que “la sed de venganza y las emociones deben ser mantenidas lejos de la persecución penal”, sin embargo, dicha sed no pareciera darse en la mayoría de los casos, al menos excluyendo los delitos de mayor gravedad.
LA VÍCTIMA Y LAS ORGANIZACIONES DE DERECHOS HUMANOS
Como podrá notarse, casi todas las organizaciones de los derechos humanos se preocupan por el victimario. Visitan las prisiones y exigen a las autoridades una serie de garantías dentro de los establecimientos penitenciarios.
Pareciera que mueve más a la compasión humana el ob- servar a nuestros semejantes dentro de las rejas, privados del precioso don de la libertad. El ser humano se olvida muy pronto de un daño causado, pero llama mucho su atención un daño presente.
Basta que suceda un accidente de tránsito o un incendio, los curiosos se agolpan para observar la escena sin invitación alguna.
En un hecho punible, generalmente una de las partes lleva la peor consecuencia. Verbigracia, una riña entre dos padres de familia, que cada uno tenga 7 hijos menores de edad, que derive en un homicidio.
Al principio toda la atención de la sociedad se va a enfocar en la víctima. La noticia va a acaparar toda la prensa. Trans- curridos los días, a la gente le van a interesar nuevos sucesos y se olvidarán de las noticias pasadas.
A las organizaciones les van a conmover las condiciones del encierro del victimario, y jamás se van a preocupar de los huérfanos que haya dejado el finado. Por otro lado, si sope- samos los valores perdidos, el uno ha perdido el valor más preciado del ser humano, la vida misma, y el otro sujeto, solo por un tiempo, la libertad.
En esta tesitura, se puede concluir que una de las partes ha perdido su propia existencia y ha abandonado para  siempre
a sus hijos. El otro, en cambio, puede seguir ayudando a sus descendientes, si bien limitadamente, desde la prisión.
Pero todas las organizaciones van a bregar por una pronta libertad de un padre de familia, y van a dejar de lado a aque- llos niños que perdieron a uno de sus sostenes.
CAPÍTULO IV
CLASIFICACIÓN DE VÍCTIMAS
Según el psicólogo forense Cristián Araos Díaz, la palabra víctima no tiene un significado único, sino que se le atribuyen diferentes acepciones según el contexto en el que se emplea, de modo que en ocasiones es sinónimo de agraviado u ofen- dido por el delito, mientras que en otros se presenta en un sentido más holgado y considera a cualquier persona (natural y jurídica) o número de estas que sufren por causas natura- les o humanas, en cuanto a la criminología, tras la 2ª Guerra Mundial, con el objeto de ocuparse del estudio científico de las víctimas, esto en respuesta a que tanto el derecho, como la criminología e incluso la psicología forense, se habían cen- trado solamente en el agresor o delincuente, prestando escasa atención a la parte agraviada.
CLASIFICACIÓN Y TIPOS DE LAS VÍCTIMAS
VÍCTIMAS  NO  PARTICIPANTES  (O   FUNGIBLES):
también denominadas enteramente inocentes o ideales. Su intervención no desencadena el acto criminal; la relación en- tre el infractor y la víctima es irrelevante. A su vez, dentro de esta categoría se distinguen entre víctimas accidentales e in- discriminadas. Las primeras son sustituidas por el azar en el camino de los delincuentes, como es el caso, por ejemplo, del cliente que se encuentra en un banco en el momento de con- sumarse un asalto a mano armada, o de quien sufre un  atro-
pello derivado de la conducción imprudente de una persona ebria. Las segundas integran un sector incluso más amplio que el anterior, al no sustentar en ningún momento vínculo alguno con el culpable. El ejemplo tradicional lo constituyen los atentados terroristas, en los que con frecuencia no existen motivos personales contra los agraviados (daño colateral).
VÍCTIMAS PARTICIPANTES (O INFUNGIBLES): des-
empeñan cierto papel en el origen del delito, interviniendo, voluntariamente o no, en la dinámica criminal. Así sucede en algunos casos de imprevisión de la víctima (cuando no cierra las vías de acceso al hogar, deja a la vista un objeto valioso en el vehículo, camina a altas horas de la noche por un barrio peligroso, etc.). Otras veces su intervención es mas decisiva, provocando el suceso, que surge como represalia o venganza contra su actuación. Asimismo, se habla de las víctimas alter- nativas, en alusión a aquellas que se sitúan voluntariamente en posición de serlo, dependiendo del azar su condición de víctima o de victimario (como sucede en algún duelo o pelea). Finalmente, la mayor contribución se produce en el supuesto de las víctimas voluntarias, que instigan el delito o lo pactan libremente (eutanasia, homicidio, suicidio…).
VÍCTIMAS FAMILIARES: pertenecen al núcleo familiar del infractor, y se encuentran en una situación de especial vulnerabilidad por su relación convivencial o doméstica con aquél (lo que a su vez explica la amplia “cifra negra” de los delitos producidos en este entorno). Los malos tratos y las agresiones sexuales en el hogar tienen principalmente como objeto pasivo a los miembros más débiles: las mujeres y los niños.
VÍCTIMAS COLECTIVAS: en delitos que lesionan o po- nen en peligro determinados bienes cuya titularidad no   co-
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rresponde a una persona natural, sino a una persona jurídi- ca, a la comunidad o al Estado: delitos financieros, fraudes al consumidor, delitos informáticos, y otras defraudaciones de lo que suele denominarse delincuencia de cuello blanco. En todas estas infracciones destaca la despersonalización, colec- tivización y anonimato respecto a las relaciones entre delin- cuente y ofendido.
VÍCTIMAS  ESPECIALMENTE  VULNERABLES: aque-
llos sujetos que por diversos motivos ofrecen una predispo- sición victimógena específica. Entre esas circunstancias se encuentra la edad, ya que a los niños y ancianos les suele re- sultar más difícil ofrecer una resistencia eficaz. También el es- tado físico o psíquico del sujeto, debido a la mayor debilidad provocada por ciertas enfermedades y minusvalías; la raza, que motiva victimización de algunas minorías; y el sexo, sien- do generalmente mujer la víctima de ciertos delitos produci- dos en el entorno familiar, laboral, etc. La homosexualidad se encuentra en la base de algunas infracciones (chantajes, agre- siones físicas…). Asimismo existen factores sociales que pro- porcionan esa mayor victimización: la desahogada posición económica, el estilo de vida, la ubicación de la vivienda, el trato con grupos marginales, etc., amén del riesgo inherente al ejercicio de algunas profesiones (policías, vigilantes, taxis- tas, empleados de entidades bancarias, farmacéuticos…), y particularmente el ejercicio de la prostitución.
VÍCTIMAS SIMBÓLICAS: algunas personas sufren ac- tos dirigidos a menoscabar un determinado sistema de valo- res, partido político, ideología, secta o familia, a los que per- tenece el agraviado, siendo un elemento representativo de los
mismos; los asesinatos de Martin Luther King o Aldo Moro suelen ser citados como ejemplos.
FALSAS VÍCTIMAS: denuncian un delito que en reali- dad no ha existido, ofreciendo una doble modalidad: simu- ladoras, que actúan conscientemente poniendo en marcha el proceso con el fin de provocar un error judicial; e imaginarias, que creen erróneamente (por causas psicológicas, o por inma- durez psíquica) haber sufrido un acto criminal.
En conclusión, a grandes rasgos podríamos considerar al delito como una interacción física/conductual, observable y multivariable, que para su comisión necesita de la “pareja de- lictual o criminal” compuesta por las acciones y omisiones tanto del agresor o victimario, como de la víctima en cuestión.
CAPÍTULO V
LA VÍCTIMA EN EL CÓDIGO PROCESAL PENAL PANAMEÑO
El Código Procesal Penal, establece en el Artículo 79: a quiénes se considera víctima del delito:
1. La persona ofendida directamente por el delito.
2. El cónyuge, el conviviente en unión de hecho, los parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad y los herederos de la persona ofendida.
3. Los socios, en relación con los delitos que   afecten a una sociedad, cometidos por quienes la dirigen, administran, gerencian o controlan.
4. Las asociaciones reconocidas por el Estado, en los delitos que afecten intereses colectivos o difusos, conlleven graves perjuicios patrimoniales para el Estado o afecten  servicios  públicos,  siempre que el objeto de la asociación se relacione directamente con esos intereses.
5. Las instituciones y entes públicos afectados en los casos de delitos contra la Administración Pública y contra el patrimonio económico, o cuando por cual- quier circunstancia se encuentren afectados sus bie- nes.
6. En general, toda persona que individual o colecti- vamente haya sufrido daños y/o lesiones físicas, mentales o emocionales, incluyendo la pérdida fi- nanciera o el menoscabo sustancial de sus derechos,
como consecuencia de acciones que violen la legis- lación penal vigente, con independencia de que se identifique, aprehenda, enjuicie o condene al infrac- tor y de la relación familiar existente entre ellos.
HECHOS PUNIBLES DE ACCIÓN PENAL PÚBLICA
(Paraguay)
a) En los delitos de acción penal pública, perseguibles de oficio y a instancia de parte: instando la juris- dicción por medio de una denuncia, introduciendo la “noticia criminis”, que pone en funcionamiento el mecanismo investigador y posteriormente acu- sador del Ministerio Público, actuando la víctima
–en cierto grado –como contralor de sus intereses en el proceso, sin discriminaciones procesales, con potestad para apelar ciertas resoluciones. (Art. 68, inc. 5 C.P.P.) que no se adecuen a sus expectativas, pudiendo igualmente arribarse a acuerdos concilia- torios, reparación del daño, …etc. La faz activa de la acusación es siempre ejercida por el Agente Fiscal.
b) Como querellante adhesivo, ejerciendo activamen- te la acción penal, con obligaciones procesales, par- ticipando al lado del Ministerio Público, siendo éste último siempre el titular de la acción y con mayores facultades.
Confiere el artículo 69 del Código Procesal Penal, la fa- cultad a la víctima por medio de un representante legal, el derecho de intervenir en los procesos por hechos punibles de acción pública, adhiriéndose al procedimiento iniciado por el Ministerio Público. Si éste no considera viable la acusación, el querellante no podrá presentarla por su cuenta pues la impu-
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tación fiscal es indispensable para decretar el inicio del pro- cedimiento.9
HECHOS PUNIBLES DE ACCIÓN PENAL PRIVADA
(Paraguay)
En los delitos de Acción penal privada, como querellante autónomo, regidos por un procedimiento especial en donde no interviene el Ministerio Público.
La víctima debe ser informada de sus derechos en el mo- mento de la realización de la denuncia o en su primera inter- vención en el procedimiento.
En otras legislaciones, está prevista la posibilidad de inti- mar al ofendido en el acto de serle recibida declaración, a ser parte del proceso y renunciar o no a la restitución de la cosa, reparación del daño e indemnización del perjuicio causado por el hecho punible. Esto es considerado una garantía fun- damental y equiparable al emplazamiento civil.10
La incorporación de la víctima con derechos   autónomos e independiente al ejercicio de la acción penal por medio de la querella, es una de las innovaciones más interesantes del Código, pues da intervención a quien estuvo mucho tiempo ignorada en los procesos, impulsados de oficio, los que no pocas veces quedaron en el olvido, sin llegar a la víctima   en
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9     Art. 303 Código Procesal Penal.
10 Las facultades que concede el Código Procesal Penal a la víctima, es Artículo 68. DERE- CHOS DE LA VÍCTIMA. La víctima tendrá derecho a: 1) recibir un trato digno y respe- tuoso, que se hagan mínimas sus molestias derivadas del procedimiento, la salvaguarda de su intimidad en la medida en que no obstruya la investigación y a la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan en su interés, a través de los órganos competentes; 2) intervenir en el procedimiento penal, conforme con lo estable- cido por este Código; 3) ser informada de los resultados del procedimiento, aun cuando no haya intervenido en él, siempre que lo solicite; 4) ser escuchada antes de cada decisión que implique la extinción o suspensión de la acción penal, siempre que lo solicite; y, 5) impugnar la desestimación o el sobreseimiento definitivo, aun cuando no haya interveni- do en el procedimiento como querellante. La víctima será informada sobre sus derechos cuando realice la denuncia o en su primera intervención en el procedimiento.
la mayoría de los casos a acceder a alguna forma de indem- nización o compensación, sobre todo en caso de personas de escasos recursos.
CAPÍTULO VI
EL DESARROLLO HISTÓRICO DE LA POSICIÓN DEL OFENDIDO EN EL DERECHO
PROCESAL PENAL LATINOAMERICANO
En las primeras culturas latinoamericanas conocidas como los aztecas, mayas e incas, la víctima del delito tenía un papel fundamental. Se buscaba la restitución del ofendido y era la base principal para resolver los actos antisociales.
La ejecución de una pena podría depender de un pago, de una recompensa, o del perdón del ofendido. Esta situación cambió con la llegada de los españoles y portugueses a tierras latinoamericanas, quienes vinieron a implantar las institucio- nes jurídicas europeas.
La figura del ofendido fue perdiendo importancia en la investigación del delito y en la aplicación de las penas. Con el surgimiento del Estado y la Teoría del Bien Jurídico, el ofen- dido pasó a ocupar un puesto secundario en el proceso penal. El sistema de derecho penal positivo concentró su aten- ción en el binomio, delitos y penas. En tal sistema, no hay en realidad lugar para la víctima del delito, la cual ocupa más
bien un lugar marginado dentro del proceso penal.
El ofendido ocupa en el proceso penal latinoamericano un lugar formalmente destacado. Todos los Códigos Procesales Penales permiten la posibilidad de que el ofendido participe como “parte civil” en el proceso criminal. Aún más, en Méxi- co la reparación del daño al ofendido se considera como una
sanción, comparable a la multa, y es perseguible de oficio por el Ministerio Público.11
Sin embargo, esa posibilidad de actuar como “parte civil” dentro del proceso penal, es algo más teórico que práctico. El ofendido no tiene interés de participar en el proceso penal, esto se debe a que la mayoría de los hechos punibles que se cometen son intencionales, y es claro que los delincuentes la- tinoamericanos generalmente no disponen de un patrimonio o ingresos suficientes, como para pagar una reparación por los daños causados a las víctimas. Sucede lo contrario en los delitos cometidos por negligencia o imprudencia12, o en los casos de delitos que afectan la esfera personal13. En estos ca- sos, el ofendido tiene un mayor interés y es más probable que decida participar en el proceso penal.
La realidad actual es que en América Latina, el ofendido actúa en el proceso penal a lo sumo tan solo como un testigo, aunque formalmente las leyes procesales le confieren otras competencias. Recientemente, ha sido la criminología latinoa- mericana la que ha puesto en discusión doctrinal la posición del ofendido en el derecho penal. Se observa una tendencia a fortalecer las facultades del ofendido dentro del proceso pe- nal, como se ha hecho en el nuevo Código Procesal Penal de Colombia.14
CONCEPCIÓN FUNDAMENTAL DEL DERECHO PROCESAL PENAL LATINOAMERICANO
En general, el proceso penal tipo latinoamericano se desa- rrolla en dos etapas fundamentales. Un primer periodo, pre-
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11   Art. 34 C.P.
12   Por ejemplo en los accidentes de tránsito.
13   Injurias, calumnias.
14   1986.
dominantemente escrito y secreto, con carácter preparatorio, que tiene una finalidad instrumental, y un segundo periodo, declarativo o decisorio, núcleo esencial del proceso que se realiza en forma oral y pública.
Es opinión generalizada de la doctrina penal latinoame- ricano clasificar el proceso como sistema mixto, resultado de una mezcla del sistema inquisitorio y acusatorio. Por lo que puede afirmarse que el Derecho Procesal Penal Latinoameri- cano tiene una base dogmática común.
Los sujetos principales en el proceso penal, son el impu- tado y el Ministerio Público. La participación del ofendido es solo eventual, juega un rol importante para la participación del ofendido la forma del delito, el patrimonio del autor y la duración del proceso.
Existen dos diferentes formas de acciones en el proceso penal latinoamericano, una de carácter público y otra priva- da.
PRESENTACIÓN DEL PROBLEMA Y LIMITACIÓN DEL TEMA
La coincidencia del origen del Derecho Procesal Penal Latinoamericano, no significa de ninguna manera identidad absoluta, se presentan diferencias técnicas, jurídicas y de fun- cionamiento en cada país, que hace indispensable el análisis comparativo, aunque produce también dificultad en la expo- sición del tema.15 A esto los autores han llamado de un “ba- belismo procesal”.
La mayoría de países latinoamericanos tienen un solo Có- digo Procesal Penal, para todo el país, aunque tenga una  or-
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15 Por ejemplo en la Argentina, debido a su organización federal, existen 17 diferentes Códi- gos Procesales Penales, uno para cada provincia (16 Códigos Provinciales y 1 Federal). Lo mismo ocurre en México, como se verá más adelante.
ganización de estados federales, como es el caso de Brasil y Venezuela.
FORMAS DE PERSECUCIÓN PENAL EN EL DERECHO PROCESAL LATINOAMERICANO
La actividad acusatoria era antiguamente un derecho del ofendido, actualmente en los delitos de acción pública, no hay ninguna duda que se trata de una función pública que el Estado ejerce por medio de un órgano especializado, el Minis- terio Público.
Lo único que cabe discutir en esta clase de delitos, es el nivel de participación del ofendido en el proceso penal. Aun- que, todavía queda un reducto del derecho del ofendido a acusar en los llamados delitos de acción privada.
Igualmente el Estado ha dejado en manos del ofendido iniciar el proceso, en ciertos delitos públicos, pero que afec- tan intereses personales, familiares o sociales, y que solo el ofendido puede decidir la conveniencia y oportunidad de de- nunciar la comisión del hecho. A cada una de estas 3 formas de persecución del delito, corresponden tres diferentes tipos de delitos, en los que el ofendido puede actuar con diferentes competencias.
PERSECUCIÓN PENAL EN LOS DELITOS DE ACCIÓN PÚBLICA
Todos los Códigos Procesales Penales de América Latina establecen la acción penal como pública. Esto significa, que el delito afecta no solo un interés individual, sino también colec- tivo. Consecuentemente, al Estado le corresponde en nombre de la sociedad perseguir de oficio la mayoría de los delitos
(contra la vida, contra la propiedad, contra el orden público, etc.).
En Latinoamérica la acción penal pública, no solo por per- tenecer al Estado, sino también porque confiere a todos los ciudadanos la posibilidad de constituirse en denunciantes, sean ofendidos o no, salvo que la ley establezca lo contrario, en principio cualquiera puede ser denunciante. La denuncia puede ser hecha en forma oral o escrita.
En los delitos de acción pública es en donde se margina más la figura del ofendido. El proceso se puede iniciar con o sin la participación del ofendido, su interés individual ha quedado reducido a casi nada, comprendido en un interés social. El Estado moderno, no solo juzga, investiga el delito, sino también denuncia por medio del Ministerio Público. Este fenómeno no solo es de los Estados latinoamericanos, así fun- ciona actualmente en todas las partes.
De ahí que podamos decir que en este siglo la actividad acusatoria se ha socializado.
La persecución de los delitos de acción pública, en princi- pio, pertenece en América Latina al Ministerio Público. Todos los Códigos Procesales Penales establecen la institución del Ministerio Público, el cual tiene como función principal ejer- cer la acusación.
El primer contacto con el ofendido, en esta clase de delitos, lo tiene el Ministerio Público o la Policía a través de la denun- cia penal. El ofendido comunica la “noticia criminis” a la Poli- cía o el fiscal. Una vez puesta la denuncia, es el Ministerio Pú- blico quien decide si lo comunicado es delito, si es oportuno iniciar la investigación y si lleva a cabo los actos del proceso.
PERSECUCIÓN PENAL EN DELITOS DE ACCIÓN PRIVADA
La persecución penal para delitos de acción privada es una categoría excepcional en el Derecho Procesal Penal La- tinoamericano. La participación del ofendido en este tipo de delitos no es solo por una cuestión patrimonial, como en el caso de los delitos de acción pública.
Se trata de un procedimiento especial, conocido como “querella” y que se caracteriza principalmente por lo siguien- te:
1) Falta de oficialidad, ya que la acción penal no es ejer-
cida por un funcionario público (Ministerio Público), sino di- rectamente por el ofendido o su representante.
2) No es obligatoria, pues la persecución del delito de-
pende de la discrecionalidad del ofendido.
3) No funciona el principio de irrectractabilidad, ya que
en estos delitos, el ofendido puede renunciar la persecución de la acción penal y de la pena.
4) El fundamento jurídico de esta clase de delitos es el
interés individual del ofendido.16
El juzgamiento de estos delitos puede ser a veces más es- candaloso y perjudicial para la reputación del ofendido que el delito mismo. Por eso, la regla general en el Derecho Proce- sal Latinoamericano es que en esta clase de delitos el interés público del Estado está subordinado al interés particular del ofendido. Aunque esto no significa que el interés público esté del todo ausente, de lo que se trata es de una diferente grave- dad o peso de los intereses protegidos por la Ley.
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16 El legislador latinoamericano ha dejado en manos del ofendido el poder iniciar el proceso que pue- de convenir al pudor o a la privacidad del ofendido, el no acusar un delito sexual, una injuria, o un delito cometido por un pariente.
El ofendido en los delitos de acción privada tiene algunas competencias especiales, como por ejemplo puede perdonar el delito y la pena. También puede renunciar o desistir del proceso.17
El procedimiento para juzgar este tipo de delitos está es- pecialmente previsto en todos los Códigos Procesales Pena- les Latinoamericanos. Generalmente no se realiza la etapa primera o instrucción, que se realiza en los delitos de acción penal pública. En la denuncia el ofendido debe presentar las pruebas del hecho delictivo. Se lleva a cabo en dos actos: Un primer paso, que se llama conciliación18. En caso de que el resultado de esta primera etapa sea negativo, se inicia la se- gunda etapa del juicio o debate, casi siempre oral y público.
También la ley procesal concede al ofendido todos los re- cursos legales, como la queja, revocatoria y apelación. En esta clase de delitos el ofendido es una parte en sentido formal y material, por lo que sus competencias son amplias.
PERSECUCIÓN PENAL EN DELITOS DE ACCIÓN PÚBLICA DEPENDIENTES DE INSTANCIA PRIVADA
Esta forma de persecución de delitos es mucho más ex- cepcional que cualquier otra en el proceso penal latinoame- ricano. Se trata en realidad de una acción pública, como la explicitada primeramente, pero en la cual la participación del ofendido o su representante legal resulta ser indispensable para la iniciación del proceso.
La acción pública del delito depende de la instancia del ofendido. Se trata de un derecho del ofendido, que por afec- tar el delito su esfera íntima y secreta, solo la víctima   puede
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17 En algunos países, para delitos contra la libertad sexual, como violación, estupro, rapto, el autor tiene la posibilidad de casarse con la ofendida, con su libre consentimiento o aceptación, si esto sucede quedará libre de pena y responsabilidad. También el ofendido puede transar o negociar la responsabilidad económica del imputado.
18   Aquí el acusado puede retractarse, pedir disculpas, el ofendido puede aceptar y perdonar.
decidir si pone en conocimiento de los tribunales el delito que se cometió.
La denuncia es en esta clase de delitos una condición de procedibilidad, sin la cual no se puede promover la acción penal, y los Tribunales en Justicia están imposibilitados de investigar hasta que la víctima denuncie. La falta de denun- cia funciona en estos casos como un obstáculo formal para el juzgamiento del delito.
Una vez que el ofendido ha decidido presentar la denun- cia, que también puede ser verbal o escrita, se ha eliminado o removido el obstáculo formal, y el juzgamiento del delito se lleva a cabo como cualquier otro delito de acción pública. Es decir, presentada la denuncia por el ofendido, es el Ministerio Público el titular de la acción penal, solo el Ministerio Público el titular de la acción penal, solo el Ministerio Público puede decidir sobre el futuro del proceso.
No en todos los países de América Latina existe esta cate- goría de persecución de delitos y su aplicación es muy varia- da en cada país.
El ofendido en esta clase de delitos tiene una participación necesaria, pero no todo el poder está en sus manos, existe un interés social que faculta al Ministerio Público en nombre de la sociedad a participar en el juzgamiento de estos delitos.
LA FIGURA DE LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL BRASILEÑO
En el Código del Proceso Penal del Brasil, usa las palabras “víctimas”, “persona ofendida”, “leso”, sin rigor terminológi- co, por lo que se puede inferir cuanto sigue:
1. El vocablo “víctima” aparece con un significado de su- jeto pasivo de la infracción penal.
2. “leso o lesionado” es aquel que sufrió el perjuicio en la ocurrencia del crimen.
3. Y como “ofendido” que el Código se refiere a la víctima en sentido procesal.
Se puede extraer además de las disposiciones del Código Penal, que en el proceso penal brasileño, el término ofendido corresponde al sujeto pasivo, principal o secundario de la in- fracción penal.
Cuando ese sujeto pasivo es incapaz, actúa a través de su representante legal.
En caso de muerte del sujeto pasivo o cuando declarado ausente por decisión judicial, tiene derecho a participar de la causa su cónyuge, ascendiente, descendiente o hermano.
Cada vez más se preocupan los doctrinarios y sistemas le- gislativos con el tratamiento a ser dispensado a la “víctima colectiva”, o sea, a la víctima de crímenes en que el sujeto pasivo es una colectividad. En lo tocante al área criminal, se acepta la participación de la colectividad en los procesos, mas la gran dificultad consiste en saber quién debe representarla. Se tiende a admitir que esa representación sea hecha por asociaciones constituidas desde un cierto tiempo en que, por su naturaleza, se dedique a la defensa de aquel interés colec-
tivo discutido en la causa.
En el Brasil, la ley destinada a la protección del consumi- dor trajo importante innovación, al prever la actuación en el proceso criminal de determinadas entidades como asistentes del Ministerio Público y es con el fin de defender intereses difusos, colectivos, individualidades homogéneas de los con- sumidores en general o hasta el mismo consumidor indivi- dual.19
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19 Son las siguientes, según los incisos II y III del artículo 82: Entidades y órganos de la admi- nistración pública, directa o indirecta, aunque sin personalidad jurídica, específicamente
Otra cuestión de difícil solución es la representación de la víctima cuando el sujeto pasivo es un núcleo de personas, sin personalidad jurídica como la familia en un crimen con respecto a los muertos.
¿Quién representará a la familia de la víctima en el proce- so criminal? A falta de disposición expresa en el sistema, se debe aplicar por analogía, con limitaciones, los artículos 24 y 31 del Código Procesal Penal, los cuales prevén que en caso de muerte o ausencia del ofendido, sus derechos procesales son transferidos para su cónyuge, sus ascendientes, descen- dientes o hermanos.
Éstos serían, por tanto, los que en principio podrían ac- tuar en la causa criminal en nombre de la familia ofendida. Mas, dependiendo de la hipótesis concreta, no siempre todos podrían estar presentes, pues sería necesario que fuesen real- mente componentes de la familia. Así sí se da un caso con respecto al muerto A, que tiene su propio núcleo familiar, po- drían actuar su cónyuge y descendientes; mas si el fallecido era soltero, su familia sería compuesta por sus padres y her- manos que no estén aún casados.
LA VÍCTIMA EN LA INVESTIGACIÓN CRIMINAL
De varias formas la víctima participa de la investigación criminal en el derecho brasilero: requiriendo la instrucción del sumario; influyendo en las diligencias y prisión del sos- pechoso; aprovechándose de las medidas para precautelar o satisfacer sus intereses civiles.
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destinados a la defensa de los intereses y derechos del consumidor. Asociaciones legal- mente constituidas de por lo menos un año y que incluya entre sus fines  institucionales la defensa de los intereses y derechos del consumidor, dispensada por la autorización asamblearia.
LA VÍCTIMA EN UNA INSTAURACIÓN DEL SUMARIO
La noticia del crimen por la víctima es llamada delación y puede ser simple o postulatoria. En la primera hay una mera comunicación criminal del hecho delictuoso, en cuanto a la otra, el ofendido, además de anoticiar la infracción, requiere averiguación policial.
El requerimiento es imprescindible en los crímenes de ac- ción penal privada. En los crímenes de acción penal pública, ello no es necesario, pudiendo la instauración de la averigua- ción depender en determinados casos de la representación de la ofendida.
Hecho el requerimiento, puede la autoridad policial dene- garlo o hasta no apreciarlo.
Habiendo denegación, se prevé un recurso administrati- vo ante el Jefe de Policía; si éste no provee la impugnación, puede el o la ofendida dirigirse ante el Poder Judicial o al Mi- nisterio Público, solicitando que sea iniciada la investigación, acogida la solicitud y hecha la petición, la autoridad policial obligatoriamente deberá iniciar la averiguación. Fíjese en vez de interponer el recurso ante el Jefe de Policía, puede la vícti- ma dirigirse desde luego al Ministerio Público o Poder Judi- cial a fin de que se efectúe la investigación.
Puede la víctima dirigirse directamente al Ministerio Pú- blico y provocar a su iniciativa en los casos de acción penal pública, proporcionándole por escrito informaciones sobre el hecho y la autoría e indicando el tiempo, lugar y los elemen- tos de convicción.
En los crímenes de acción penal pública condicionada, el ofendido puede ofrecer una representación al Juez de Dere- cho o al Ministerio Público con todas las informaciones que puedan servir para el examen del hecho y de la autoría. Cuan- do el Ministerio Público en base a las piezas encaminadas por
la víctima, no tiene las condiciones de ofrecer la acusación, debe solicitar la instauración de la averiguación policial.
EL OFENDIDO Y LAS DILIGENCIAS PREPARATORIAS
Las víctimas tienen la posibilidad de solicitar diligencia durante la averiguación policial. No tiene todavía, derecho a la realización de todo lo que fuere solicitado, pues en el mis- mo dispositivo consta de que la diligencia será realizada o no, a criterio de la autoridad.
Constituye una excepción al artículo 185 del Código de Proceso Penal, que no permite ser denegado el requerimiento para la realización del examen del cuerpo del delito.
Cabe señalar que es la autoridad policial la que debe reali- zar la diligencia, cuando no esté ausente de fundamento por- que importa mucho la colaboración del ofendido.
El camino de la regla tiene las condiciones de proporcio- nar los datos e informes relevantes para el esclarecimiento del hecho criminoso.
Así, solo deben ser denegados sus requerimientos cuando fueren realmente innecesarios o en el caso de que impliquen un inadecuado atraso o desvío de la investigación.
La participación de la víctima podrá ser vital para la inves- tigación. El esclarecimiento del hecho y de la autoría que, en algunos casos, depende de las declaraciones de la víctima, del reconocimiento que ella realiza del agente o de la cosa sustraí- da encontrada en poder del sospechoso, constituyen material probatorio dotado de alto poder de convencimiento.
En otros casos, la demostración de propia materialidad del crimen queda condicionada a la participación de la víctima. Es lo que sucede en los crímenes cuyos vestigios se encuen- tran en la propia víctima, es por eso, solo pueden ser apre- hendidos por el perito a través del examen en ella efectuado.
En los crímenes de falsificación, es común haber necesidad del examen grafotécnico y muchas veces para ser hecho, de- pende de material gráfico recogido de la víctima.
Mas, si la víctima se puede constituir en importante auxi- lio, puede también representar un pesado óbice para la inves- tigación, cuando se rehúse a colaborar en diligencias que, sin su participación, no pueden ser efectuadas. Imagínese, por ejemplo, si ella deliberadamente no comparece para realizar examen del cuerpo del delito en crimen de lesión corporal, haciendo con que desaparezcan los vestigios; difícilmente será probada la materialidad de la infracción.
De la resistencia, deriva una cuestión jurídica de difícil ecuación, en que se coloca en confrontación unos valores re- levantes. Contrapónese, de un lado, el interés público en el examen del crimen y la punición del autor, que autorizaría a forzar al ofendido a colaborar mediante adopción de medidas coercitivas, y, de otro, el interés de la víctima, legítimo, de resguardar su intimidad, su honra, o protegerse de nuevos ataques.
En el Código de Proceso Penal Brasileño, quedó  eviden- te la intención de prestigiar el interés en la represión del cri- men. Puede, entonces, la autoridad adoptar medidas riguro- sas para forzarla a auxiliar la investigación. Así la víctima, intimada, no comparece para prestar declaración, puede ser conducida coercitivamente, excepto en los crímenes de acción penal privada, donde el hecho de rehusar implica la renuncia tácita al derecho de la queja. Puede la Policía, si la víctima no quiere ser sometida a examen del cuerpo de delito, instaurar la averiguación policial por desobediencia a una orden legal y conducirla para pericias externas de fácil realización (lesión corporal), mas no puede proceder cuando el examen impli- que una ofensa a su integridad o a su intimidad.
Comienza a despuntar la tendencia menos rigurosa, admi- tiéndose que, en ciertas hipótesis, puede la víctima rehusar- se a colaborar en razón de su condición personal20; en virtud del temor justificado de represalias o para evitar exámenes vejatorios. La esencia de esa orientación está en el recelo de nuevas victimizaciones impuestas a quien ya sufrió con el cri- men.
Ha de buscarse un equilibrio: así como no es posible acep- tar más que la víctima, en todas las hipótesis, pueda ser cons- treñida, hasta un riesgo personal, a colaborar para la inves- tigación o el proceso, también no es aconsejable admitirse la amplia posibilidad de recusarse, dejándose de investigar he- chos graves de interés para toda la comunidad.
INTERESES CIVILES DE LA VÍCTIMA EN LA AVERIGUACIÓN POLICIAL
Se presta la averiguación también para un resguardo de los intereses civiles del ofendido, pudiendo y debiendo la au- toridad policial tomar providencias que permitan superar los perjuicios por él sufridos con la práctica criminosa.
Importante, por ejemplo, es la aprehensión de la cosa sus- traída de la víctima y la pronta restitución por la propia au- toridad policial. La rapidez aquí importa mucho, represen- tando cada minuto menor probabilidad de aprehensión y, por consiguiente, de restitución, con inmediata  satisfacción al perjudicado.
Otra medida relevante, es el secuestro de los bienes para garantizar la futura reparación del daño. Cabe antes de ser instaurado el proceso, teniendo el propio ofendido facultad de requerirlo directamente al juez.
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20   Caso de un menor de edad, una mujer, etc.
Es una medida de gran eficacia: más allá de resguardar intereses pecuniarios de la víctima, reservando muebles e in- muebles para futura ejecución civil, tiene gran fuerza en la represión a los crímenes patrimoniales, impidiendo al agente de usufructuar de los bienes obtenidos a través del crimen.
En la práctica, en todos los países, esté o no consagrado el principio de la obligatoriedad de la acción penal, es inevitable la ocurrencia de constantes composiciones estimuladas  por la Policía entre ofensor y la víctima en cualquier persecución criminal, principalmente en delitos de menor gravedad. Esas composiciones acaban representando importantes formas al- ternativas de satisfacción de la víctima.
Por el contrario, lo mejor es prever una conciliación en- tre el agente y el ofendido en las infracciones leves. Estudios recientes acentúan ser la composición en estos casos más im- portantes de que el proceso y la condenación, y traer repercu- siones más positivas para la estabilidad social.
En esta línea, se inserta la reciente ley de sistema brasile- ño: La Ley 9099/95. Creó el Juzgado especial criminal para el juzgamiento de las infracciones de menor potencial ofensivo, que comprenden todas las contravenciones penales y los crí- menes cuya pena máxima fuera de un año, toda vez que no estén sujetos a un procedimiento especial. El proceso es pre- cedido de una fase preliminar, donde se permite dos acuer- dos: entre el autor del hecho y la víctima; entre el promotor y el autor del hecho. El primero es un acuerdo civil que, siendo homologado por el Juez, representará renuncia a los derechos de la queja (acción penal privada) y de representación (acción penal pública condicionada) y constituirá título ejecutivo ci- vil.
No habiendo conciliación civil, o si se trata de crimen de acción  penal  pública  incondicionada,  puede  el  Ministerio
Público, en vez de acusar, proponer al autor del hecho y su abogado la aplicación inmediata de pena de multa o pena res- trictiva de derechos; aceptada la propuesta, el juez proferiría la sentencia, aplicando la pena si estuvieren presentes los pre- supuestos legales.
Ese acuerdo no configura título ejecutivo, debiendo la cuestión civil ser discutida en un juicio civil. La multa o pena restrictiva no constará de registro criminal. Durante el proce- so, se admite en mayor amplitud (para crímenes cuya pena mínima es de un año) la suspensión condicional del proceso, previéndose entre las condiciones, la de reparar el daño. Se percibe que es preocupación fundamental de la ley, la repara- ción del daño causado a la víctima.
LA PRISIÓN DEL SOSPECHOSO Y LA VÍCTIMA
Por diversas razones, está la víctima ligada a la prisión del sospechoso durante la averiguación policial.
Puede ser ella quien prende al infractor en flagrante, o contribuye para su prisión al comunicar el hecho a terceras personas, principalmente policías, que se encargan de perse- guirlo y prenderlo. En los crímenes de acción penal privada o de acción pública dependiente de representación, sin  que la víctima requiera la averiguación u ofrezca representación, no puede ser labrado el auto de prisión en flagrante y, por consiguiente, no será posible el recogimiento de la persona detenida.
Aun influye el comportamiento de la víctima para el caso llamado “flagrantes preparados”. Sola o concurso de poli- cías puede ser el artífice principal fantasiosa, montada para aprehender al agente in fraganti. Este es inducido a realizar determinada conducta típica, mas sin que él tenga la mínima condición de consumir el crimen, pues los policías estarán
aguardando el momento en que se inicie la ejecución del de- lito para prenderlo.
LA VÍCTIMA EN LA ACCIÓN PENAL PRIVADA: En la
actualidad fue marcada por el prestigio de la víctima, titular del derecho de acusar en la mayoría de los casos. A pesar de la tendencia de haber sido en sentido contrario, se van res- tringiendo los casos de persecución privada, fue ésta en regla mantenida aunque en pocas hipótesis. La acción penal priva- da persistió en las legislaciones, como excepción.
También en la evolución brasilera sucedió lo mismo, ha- biendo el Código Penal vigente mantenido la acción penal privada para pocos crímenes.
La víctima en la acción penal privada actúa como sustituto procesal y tiene amplios poderes en la persecución del sospe- choso o del reo. Como esa acción es recogida por el principio de la disponibilidad y, por consecuencia por el de la opor- tunidad, puede el ofendido dejar de acusar, renunciando a su derecho, y, después de instaurado el proceso, desistir de darle seguimiento o perdonar al imputado.
La acción penal privada tiene poca aplicación práctica, principalmente en relación a las personas más pobres, sin condiciones de bancar con las dispensas de un proceso y con- tratar un abogado. Se prevé la nominación de abogado a la víctima pobre para representarla.21 Mas, el abogado del Esta- do está más volteado en el proceso criminal a la defensa que a la acusación, no habiendo número suficiente para las dos funciones, y hay normalmente dificultades financieras para que el Estado garantice a los necesitados asistencia jurídica efectiva por otros órganos o profesionales.
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21   Circunstancia que debía de aplicarse o recogerse en nuestra legislación.
Algunas soluciones son posibles para amenizar el proble- ma.
Interesante es la solución de Italia y de otros países eu- ropeos, que prevén un sistema intermediario entre nuestra acción penal pública condicionada, en que después de reali- zada la denuncia, no es más posible la retractación, y la acción penal privada exclusiva.
Se condiciona en algunos casos la acusación del Ministe- rio Público a la manifestación de la víctima (querella) mas, lo mismo después de instaurado el proceso, el ofendido puede retractarse, impidiendo la prosecución de la causa. Con eso aseguraba la participación del Ministerio Público la acusa- ción, mas continúa el proceso regido por el principio de dis- ponibilidad, dándose, por eso, gran fuerza a la voluntad de la víctima.
Es posible, como ocurre en el Código Penal en relación a los crímenes contra las costumbres, preverse representación en todos los crímenes de acción penal privada cuando la víc- tima fuere pobre.
La iniciativa del proceso quedaría en la dependencia de la voluntad de la víctima, mas ella no tendría que bancar con las dispensas del proceso, ni quedaría sujeta a obtener asistencia judicial.
Sería aún, la acusación hecha por un órgano especializado. Podría asimismo, en la forma del sistema italiano, para no generar desigualdad en contra de la víctima pobre, aceptar en estos casos que la representación pudiese ser retractada después de la instauración del proceso.
Importante es buscar alternativas que, manteniendo el de- recho de la víctima a acusar, doten al sistema de instrumentos capaces de tornar efectivo ese derecho para las víctimas po- bres, creándose y organizándose eficiente servicio de asisten-
cia judicial o, en la Italia, aprovechándose de la estructura y especialización del Ministerio Público.
Reveló la historia que no es correcto simplemente pros- cribir a la víctima del proceso. El interés de la represión no es solo de la sociedad, más también del individuo que sufre directamente las consecuencias nocivas de la práctica delic- tuosa.
Uno de los dos campos en que permaneció en el Brasil la acusación privada fue el de los crímenes sexuales, aun los violentos. Siempre se justificó tal posición con dos fundamen- tos principales: la publicidad del proceso es más negativa a la víctima de que el silencio sobre el hecho, ya habiendo ella sufrido con la práctica sexual indeseada; la colaboración de la víctima es esencial para la prueba del crimen, normalmente practicando a escondidas. Sin embargo, existe una tendencia en el sentido de que en los crímenes sexuales violentos, de tornarse a la acción penal pública incondicionada.
LA VÍCTIMA EN UNA ACCIÓN PENAL PÚBLICA:  El
estudio histórico del proceso penal en los países revela que, en la acción penal pública, tienen que ser reservados a la víc- tima poderes para auxiliar al órgano público, controlar su actuación, autorizar la persecución oficial dependiente de su voluntad y ejercer la acción civil para reparación del daño.
Verifiquemos, inicialmente, cómo en el Brasil es condicio- nada la acción penal pública a la manifestación de la víctima. La representación como forma de condicionamiento a la manifestación de la víctima. En determinados crímenes espe- cificados en la parte especial del Código Penal o en las leyes extravagantes, se condiciona la acusación del Ministerio Pú- blico a la representación del ofendido, de su representante
legal o de sus sucesores.
Está la representación prevista en el artículo 24 del Código Procesal Penal, así redactado:
“En los crímenes de acción penal pública, ésta será pro- movida por denuncia del Ministerio Público, mas dependerá, cuanto a la ley o exigir (…) de representación del ofendido o de quien tuviere cualidad para representarlo”.
En el parágrafo único consta que:
“En el caso de muerte del ofendido, o cuando declarado ausente por decisión judicial, el derecho de representación pasará o cuando declarado ausente por decisión judicial, el derecho de representación pasará al cónyuge, ascendiente, descendiente o hermano”.
Consiste la representación en la declaración de voluntad, de la víctima o de su representante legal, o aún de sucesores en el caso de muerte o ausencia del ofendido. Condiciona la persecución penal pública, de modo que sin ella, no puede la autoridad policial instaurar la averiguación policial ni el miembro del Ministerio Público ofrecer denuncia. Por eso, antecede al proceso.
Esa manifestación de voluntad del ofendido se presenta, al mismo tiempo, como la noticia del hecho criminoso, pro- vocación para que sea iniciada la persecución criminal y la autorización dada al Ministerio Público para poder acusar al sospechoso. Se trata de un acto singular, que se agota con el de su ejercicio, es de naturaleza procesal, representando la condición al ejercicio de la acción.
Con la representación ejerce el ofendido un derecho sub- jetivo individual, encuadrable en la categoría de los derechos cívicos, de él deriva para el Estado una obligación de instau- rar la averiguación policial y, si se presentan los requisitos necesarios, de acusar al sospechoso de la práctica del crimen.
Importante destacar, como regla fundamental de exégesis, que por ser la representación un instituto de interés de la víc- tima, las eventuales dudas sobre su formación a al respecto de su decadencia, deben ser interpretadas de modo a prestigiar la manifestación de la voluntad del ofendido, no de excluirla. En cuanto al ofendido menor, la ley hace una discusión entre el que tiene menos de dieciocho años y el que tiene die- ciocho y veintiún años con menos de dieciocho y menos    de
veintiuno, la representación.
A falta de representante legal, o el conflicto entre el me- nor y su representante. Mas cuando tiene más de dieciocho y menos de veintiuno, la representación permite la nominación del curador.
Cuando falta el representante no hay que aguardar la no- minación de otro en el juicio civil, el que resultaría en demora en la persecución penal, con peligro de ser perdidos elemen- tos importantes para la demostración del crimen; además hay casos de manifiesta urgencia, como en la hipótesis de prisión en flagrante, en que la elaboración del propio auto depende de la representación.
Infiérase del sistema que, habiendo representante del me- nor, a él cabe ofrecer la representación. Esta interpretación es- tricta viene, sin embargo, suplida por otra, que da al concepto de representación legal en el proceso penal contenido diverso de aquel del régimen civil, entendiéndose como representan- te todo aquel que, por algún motivo, esté ligado al menor y ejerza sobre él alguna relación de autoridad.
En esa línea se admite que pueden representar al padre o la madre, mismo cuando momentáneamente no detente la patria potestad y cuando uno u otro esté por algún motivo en dificultad de ofrecer la representación (residencia muy lejana por ejemplo), se acepta la oferta por pariente o por    persona
alguna autoridad sobre el menor y que por la proximidad con él, tenga condiciones de saber de su voluntad.22
Esa aplicación de rol de representantes legales, en total afinidad con el movimiento de revalorización de la víctima, tiende a prestigiar su participación en el proceso criminal, constituyendo por tanto laudable la solución.
Consiste la representación en declaración escrita u oral. Cuando hecha verbalmente o por escrito sin la firma debida- mente autenticada del ofendido, de su representante legal o procurador, será reducido el trámite delante del Juez o auto- ridad policial o el Ministerio Público.
Aun así la representación contendrá todas las informacio- nes que puedan servir para la averiguación del hecho y de la autoría.
Mas, no se ha de exigir ningún rigor formalístico en la re- presentación, ni deberá ser considerada inválida o ser recha- zada porque no contiene todos los elementos referidos en el artículo del Código, pues deberá prevalecer la voluntad de la víctima, titular del derecho de representación y no el forma- lismo procesal.
Basta que, de alguna manera, quede patentada la voluntad del ofendido en el sentido de que sea promovida la acción pe- nal. En esta línea se viene admitiendo como manifestaciones válidas aquellas expresadas por boletines de sucesos, reque- rimientos de averiguaciones y declaraciones prestadas ante la autoridad policial.
Una eventual insuficiencia del contenido, porque no cons- tan todos los elementos referidos por la ley, será fácilmente suplida por las declaraciones tomadas de la víctima.
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22   Como sería el caso de los patrones y los padrastros.
Es posible la retractación de la representación hasta el ofrecimiento de la denuncia. Diverge la doctrina en cuanto a la posibilidad de nueva retractación después de la represen- tación.
No hay razón para excluir la posibilidad de una nueva re- presentación después de la retractación, si no ha ocurrido la decadencia del derecho. Tiene el ofendido asegurado legal- mente el derecho a la representación hasta la duración del plazo de decaimiento de seis meses después del conocimiento de la autoría, no siendo posible restringir su derecho.
EL CONTROL DE LA VÍCTIMA SOBRE LA    ACUSA-
CIÓN PÚBLICA: En Brasil, el control de la víctima sobre la acusación pública se manifiesta apenas a través de la queja subsidiaria, instituto siempre cercado de dudas y disensiones desde el Código del Imperio.
En su trayectoria, mucho se debatió sobre la conveniencia y el alcance de la queja subsidiaria del ofendido.
Las discusiones sobre la conveniencia de preverla en el or- denamiento jurídico nacional acabaron superados por la ex- presa consagración en el texto constitucional. Se trata además de orientación sintonizada con la tendencia de valorización de la víctima en el proceso criminal.
En cuanto al alcance, no existe duda de que la víctima pue- de ofrecer queja subsidiaria cuando el promotor se mantie- ne en silencio y deja discurrir el plazo para denunciar o aún cuando pide el retorno de averiguación a la Policía, para la realización de alguna diligencia no imprescindible en la de- nuncia.
Cabe también la queja cuando el promotor, sin pedir ar- chivamiento, omite en la denuncia algún hecho criminoso o deja de incluir algún agente. Puede suceder que en relación a
ese hecho o agente, no se haya intentado la acción dentro del plazo legal.
La controversia mayor es sobre la viabilidad legal de la queja, es cuando hay archivamiento de la investigación poli- cial.23
El control sobre el archivamiento en el Brasil es externo e interno, por actuación conjugada de juez de la causa y del órgano superior del Ministerio Público. Hecho el pedido de archivamiento por el promotor de justicia o procurador de la república, cabe al juez examinarlo y si discordare, debe en- caminar los autos al Procurador General, que podrá ofrecer denuncia, designar otro órgano del Ministerio Público para ofrecerle o insistir en el archivamiento, en este caso ya estará obligado el Juez a atender el requerimiento.
No puede, así, el juez acusar o imponer al Ministerio Pú- blico que acuse. Se buscó de esta forma mantener íntegro el sistema acusatorio y resguardar la imparcialidad del órgano judicial.
Ocurrido el archivamiento por el juez, la víctima ya no puede presentar queja subsidiaria.
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23 LA COOPERACIÓN DEL OFENDIDO: LA ASISTENCIA. El Código Procesal Penal cuida el instituto de la asistencia el capítulo IV del título VIII (artículos 268/273), es a pesar de merecer algunos perfeccionamientos, se constituye en el diploma de más avanzadas en el tratamiento del asunto. Su punto de vista más negativo consiste en el hecho de que dejó seria duda sobre el interés que legitima la participación del ofendido como asistente en el proceso criminal, llevando a que se formasen dos corrientes. Para una de las corrientes la intervención se funda en el interés de la reparación del daño: obstar a una sentencia ab- solutoria que le impida definitivamente la utilización de la vía civil u obtener la sentencia condenatoria que, a más de evitar la discusión del tema en el juicio civil, le otorgue un título ejecutivo. Ese pensamiento limita los derechos del asistente. Otros entienden que el interés del ofendido es meramente patrimonial. Se justifica su intervención como forma de colaborar con el Ministerio Público, y al mismo tiempo, suplir sus omisiones, a fin de que haya correcta y justa actuación de la ley penal. Esa es la mejor orientación. No existe en el Código Procesal Penal dispositivo expreso que vincule la participación del ofendido a la reparación del daño sufrido. Por otro lado, si fuese la intención de admitir una asistencia de carácter litis consorcial, mayor debería ser la gama de poderes atribuidos al ofendido, no teniendo sentido a que se le restrinja su participación a simples propuestas de medio de prueba, sin derecho, a demostrar su derecho a la reparación del daño y sin condiciones de completar el rol de testimonios del Ministerio Público.
En la práctica son raros los casos en que la acción pública es intentada por iniciativa privada. En gran parte, eso resul- ta de hecho del promotor, vía de regla, se manifiesta dentro del plazo. Mas hay otras razones. No conviene, normalmente, al ofendido acusar, siendo preferible aguardar la denuncia, aunque venga a ser ofrecida fuera del plazo legal, e ingresar después como asistente del Ministerio Público.
Tendrá la víctima a su favor toda la fuerza de la acusación hecha por un órgano del Estado y el empeño de éste en buscar el resultado condenatorio. Aún, es costoso el proceso para el ofendido, obligado a bancar con las costas y honorarios de los Abogados; también poco le han servido los servicios de asistencia judicial, oficiales o particulares.
Después, poco efecto práctico tendría la admisión de la acción subsidiaria después del archivamiento por el juez. Este difícilmente recibiría la queja de la víctima. Si la decisión del juez de rechazar tuviese que ser reformada, viniendo el tribunal a recibir la queja, funcionaria en la causa el mismo juez que, constreñido a instruir y juzgar una acusación para él inadmisible, tendrá grande la propensión de mostrar que el proceso no debía de haber nacido. También el Ministerio Público, instando a funcionar en la causa en contra de su vo- luntad, pues al pedir el archivamiento entenderá ser invia- ble la acusación, pudiendo inclusive ser forzado inclusive a asumir el hecho como parte principal en caso de negligencia del querellante, mucho probablemente no actuaría con ánimo favorable a la pretensión persecutoria de la víctima. Todo se tornaría en el probable fracaso de la víctima en su empresa persecutoria.
Un camino nuevo sería el de someter el control exclusiva- mente al órgano superior del Ministerio Público, pudiendo la
víctima requerirle el reexamen del pedido del archivamiento, en cuanto no estuviese extinta la punibilidad.
Otro mecanismo sería de permitir que la víctima pudiese requerir durante la investigación a una intimación posterior, si hubiere pedido de archivamiento, abriéndosele la oportu- nidad de presentar la queja subsidiaria antes de que el juez decida sobre el pedido; a éste cabría resolver, en caso de que ofrezca la queja, entre la solicitud de archivamiento y la acu- sación privada.
La tendencia en la jurisprudencia y en los nuevos textos de la ley es en el sentido de admitir la asistencia por el órgano público.
El co-autor no puede ser asistente. Hay incompatibilidad entre la actuación de quien es acusado y la de quien auxilia la acusación y por eso, no podría alguien reunir las dos activi- dades en el mismo proceso. Por otro lado, si estaba actuando como asistente y vio ser incluido en el proceso como coautor, no puede continuar interviniendo en aquella cualidad.
LA FIGURA DE LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL COLOMBIANO
En Colombia el estudio de la víctima es casi desconocido; ni juristas, ni sicólogos, ni médicos, ni autoridades de ninguna índole se han detenido con seriedad en su estudio. En algunas facultades de derecho se trata el tema de víctima en la materia de criminología y solo como uno de los objetos de estudios de esa materia y donde se menciona la víctima solo para explicar la génesis de algunos comportamientos criminales.
El Código Penal vigente, Ley 599 de 2000, como el ante- rior, no valora la víctima en sí misma, en el papel que noso- tros consideramos le corresponde y que tiene muchas veces en el origen del delito. No sostenemos que en algunos pre-
ceptos no se considere tanto sus circunstancias propias, como sus relaciones con el agente, especialmente de parentesco, con el autor, pero esas consideraciones son esporádicas. A la víctima se la tiene como totalmente pasiva, sujeto que solo inspira compasión y lástima. La víctima es considerada como una circunstancia más, que gira alrededor del sujeto activo, y la ley solo la toma en cuenta para exonerar, atenuar o agravar la pena del delincuente, especialmente en vista de los resulta- dos producidos por la acción dañina de éste, es decir, la vícti- ma solo es una referente que sirve para imponer una pena, o para establecer su medida y el otorgamiento en algunos casos de subrogados penales24.
Las circunstancias del ofendido son tomadas en cuenta. Nuestra codificación penal, como ya dijimos, no hace referen- cia especial en torno a la víctima, pero sí considera algunas circunstancias o comportamientos de ella para eliminar, para agravar o para atenuar la responsabilidad del autor del delito. Los principales factores que desempeñan algún papel en nuestro Estatuto Penal, orientados, como dijimos, únicamente hacia la exención o graduación de la pena, son: la agresión de la víctima, sea real, presuntiva o putativa. La provocación: ira e intenso dolor. La investidura: calidad de empleado oficial. El parentesco. Las condiciones de inferioridad del ofendido: edad, obediencia, enfermedad. La calamidad o el  infortunio;
y finalmente sus condiciones económicas, precarias.
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24 En el Decreto 2700 de 1991, tampoco traía precepto alguno que ordene ocuparse de la víctima. Apenas podemos decir que, cuando en el Art. 334 indicaba que el funcionario de instrucción ordenará y practicará las pruebas conducentes al esclarecimiento de “quien o quienes son los autores o participes del hecho” (Núm, 2) y los “motivos determinantes y demás factores que influyeron en la violación de la Ley Penal” (Núm, 3), puede entender- se que allí cabe la investigación sobre todo el comportamiento de la víctima. Esto porque en unas veces, ella es “partícipe”, en forma activa, del hecho y en otras, puede ser factor “determinante” o influyente en la infracción del precepto legal.
Agresión injusta de la víctima: Aquí el comportamiento de quien después resulta ofendido es la causa de la actuación del sujeto activo. Esta agresión, como anotamos, puede ser real, “objetiva”, como cuando una persona ataca a otra.
Como se ha venido observando, el procedimiento penal colombiano le da mayor importancia al sujeto activo de la conducta punible, sin tener en cuenta que el papel de la víc- tima en este proceso es de igual importancia; si bien es cierto el actor cese la conducta punible está representado por un de- fensor, haciendo parte del procedimiento penal y teniendo las mismas facultades que tiene la fiscalía para investigar todo lo que considere pertinente para su defensa, presentar una teo- ría del caso, descubrir las pruebas, solicitar el descubrimiento de las pruebas por parte de la fiscalía que quiera traer al pro- ceso y demás facultades que lo acreditan como parte.
Por el contrario está la víctima, quien a partir de la au- diencia de formulación de acusación se le da su calidad como tal, teniendo la oportunidad de solo ser representada judicial- mente, sin poder intervenir como lo hacen la fiscalía y la de- fensa en cuanto al manejo de la acción penal y demás factores como el interrogar, presentar teoría del caso, entre otros que hacen que se den garantías procesales.
La ley 906 de 2004 se encarga de mencionar los derechos que tiene la víctima en el procedimiento penal, quedando li- mitados todos sus derechos para acceder a la justicia y a la verdad, teniendo en cuenta que es la jurisprudencia la que ha avanzado en materia de otorgarle a la víctima el papel que realmente necesita para intervenir en el proceso penal como lo es el caso de la sentencia C-209 de 2007, la cual le permite a la víctima tener en cuenta el escrito de acusación no solo con fines informativos sino que también con el fin de estar involucrada en el proceso penal y otros aspectos de relevante
importancia que trae la sentencia, la cual abordaremos más adelante.
Según el artículo 132 de la Ley 906 de 2004, se entiende por víctima “las personas naturales o jurídicas, y demás sujetos de derechos, que individual o colectivamente hayan sufrido un daño como consecuencia del injusto”25.
Cabe resaltar que mediante sentencia C-516 de 11 de julio de 2007, Magistrado Ponente: Jaime Córdoba Triviño, se de- clara la inexequibilidad de la palabra directamente que antes contenía este artículo, debido a que tal como lo establece esta sentencia, la palabra directamente restringía de manera in- constitucional la posibilidad de intervención de la víctima al interior del proceso penal.
Es así como se identifica que la víctima es toda persona que sufrió el daño, es decir a consecuencia del injusto penal, la víctima puede ser toda persona que demuestre su calidad como tal en el proceso penal colombiano y que se le reconoz- can los derechos que le asisten.
Cabe resaltar que la condición de víctima se tendrá inde- pendientemente de que no se haya aprehendido al supuesto actor de la conducta punible y por consiguiente no se haya individualizado para obtener reparación del mismo.26
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25 Ley 906 del 31 de agosto del 2004 “por la cual se expide el Código de Procedimiento Pe- nal”.
26 Entre los derechos de las víctimas están los consagrados en el título IV; “partes intervi- nientes”, capítulo IV “víctima” de la ley 906 de 2004, los cuales hacen referencia a la potes- tad que tiene la víctima de estar informada por parte de la fiscalía como órgano protector de la misma de todos los derechos que le asisten como tal, además de estar protegida durante todo el procedimiento mediante la solicitud por parte de la fiscalía de la medida de aseguramiento cuando se cumplan las causales tanto objetivas como subjetivas. La víc- tima también tendrá derecho a recibir la información pertinente sobre los procedimientos para instaurar una querella o una denuncia, los mecanismos que puede utilizar para su defensa, la aplicación de verse favorecida mediante la aplicación de principio de oportu- nidad, la fecha y hora de la audiencia de juicio oral, la sentencia dictada por el juez y cómo iniciar el incidente de reparación integral.
Las víctimas podrán intervenir en la actuación penal siempre y cuando se cumplan los siguientes presupuestos: Las víctimas podrán informar a el fiscal sobre las amenazas que
Por lo anterior, es importante establecer que el Código de Procedimiento Penal en su artículo 1127 establece los derechos de las víctimas:
“Artículo 11. Derechos de las víctimas.
El Estado garantizará el acceso de las víctimas a la admi- nistración de justicia, en los términos establecidos en este Có- digo.
En desarrollo de lo anterior, las víctimas tendrán derecho:
a. A recibir, durante todo el procedimiento, un trato hu- mano y digno.
b. A la protección de su intimidad, a la garantía de su se- guridad, y a la de sus familiares y testigos a favor.
c. A una pronta e integral reparación de los daños sufri- dos, a cargo del autor o partícipe del injusto o de los terceros llamados a responder en los términos de este Código.
d. A ser oídas y a que se les facilite el aporte de pruebas.
e. A recibir desde el primer contacto con las autoridades y en los términos establecidos en este Código, infor- mación pertinente para la protección de sus  intereses y a conocer la verdad de los hechos que conforman las circunstancias del injusto del cual han sido víctimas.
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vulneren sus derechos o los de sus familiares, también el interrogatorio se realizará de acuerdo con la calidad de la víctima respetando su dignidad humana como es el caso del interrogatorio que se le hace a los menores de edad, el cual tendrá que ser realizado por el personal idóneo y en el sitio que corresponda.
Para hacer ejercitar su derecho de víctima no es necesario la asistencia de un abogado, sin embargo, desde la audiencia preparatoria deberá ser asistida por uno y si no tiene los medios para contratarlo el Estado le otorgará uno, la víctima también puede intervenir en el juicio oral y siempre y cuando se considere necesario éste se realizará a puerta cerrada.
27 Ley 906 de 2004 (agosto 31). Diario Oficial N° 45657, de 31 de agosto de 2004. RAMA LEGISLATIVA - PODER PÚBLICO. Por la cual se expide el Código de Procedimiento Pe- nal. Artículo 11. Disponible en: http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ ley/2004/ley_09060_204a.html Consultada: Diciembre 2010.
f. A que se consideren sus intereses al adoptar una deci- sión discrecional sobre el ejercicio de la persecución del injusto.
g. A ser informadas sobre la decisión definitiva  relativa a la persecución penal; acudir, en lo pertinente, ante el juez de control de garantías, y a interponer los recursos ante el juez de conocimiento, cuando a ello hubiere lu- gar.
h. A ser asistidas durante el juicio y el incidente de repa- ración integral, si el interés de la justicia lo exigiere, por un abogado que podrá ser designado de oficio.
i. A recibir asistencia integral para su recuperación en los términos que señale la ley.
j. A ser asistidas gratuitamente por un traductor o intér- prete en el evento de no conocer el idioma oficial, o de no poder percibir el lenguaje por los órganos de los sentidos”28.
En el mismo sentido, se encuentra el artículo 8 de la Ley 1257 del 4 de diciembre de 200829, por la cual se dictan nor- mas de sensibilización, prevención y sanción de formas de violencia y discriminación contra las mujeres, se reforman los Códigos Penal, de Procedimiento Penal, la Ley 294 de 1996 y se dictan otras disposiciones relativas a los derechos de las víctimas de violencia.
Establece que toda víctima de alguna de las formas de vio- lencia previstas en la presente ley, además de los contempla- dos en el artículo 11 de la Ley 906 de 2004 y el artículo 15 de la Ley 360 de 1997, tiene derecho a:
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28 Ley 906 de 2004 del 31 de agosto del 2004 “por la cual se expide el Código de Procedimien- to Penal”
29 Ley 1257 del 4 de diciembre de 2008, artículo 8. Disponible en: http://www.secretaria- senado.gov.co/senado/basedoc/ley/2008/ley_1257_2008.html.Consultada: diciembre 2010.
a) Recibir atención integral a través de servicios con co- bertura suficiente, accesible y de la calidad;
b) Recibir orientación, asesoramiento jurídico y asistencia técnica legal con carácter gratuito, inmediato y especia- lizado desde el momento en que el hecho constitutivo de violencia se ponga en conocimiento de la autoridad. Se podrá ordenar que el agresor asuma los costos de esta atención y asistencia. Corresponde al Estado ga- rantizar este derecho realizando las acciones corres- pondientes frente al agresor y en todo caso garantizará la prestación de este servicio a través de la defensoría pública;
c) Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en relación con sus derechos y con los mecanismos y procedimientos contemplados en la presente ley y de- más normas concordantes;
d) Dar su consentimiento informado para los exámenes Médico Legales en los casos de violencia sexual y es- coger el sexo del facultativo para la práctica de los mismos dentro de las posibilidades ofrecidas por el servicio. Las entidades promotoras y prestadoras de servicios de salud promoverán la existencia de facul- tativos de ambos sexos para la atención de víctimas de violencia;
e) Recibir información clara, completa, veraz y oportuna en relación con la salud sexual y reproductiva;
f) Ser tratada con reserva de identidad al recibir la asis- tencia médica, legal, o asistencia social respecto de sus datos personales, los de sus descendientes o los de cualquiera otra persona que esté bajo su guarda o cus- todia;
g) Recibir asistencia médica, psicológica, psiquiátrica y forense especializada e integral en los términos y con- diciones establecidos en el ordenamiento jurídico para ellas y sus hijos e hijas;
h) Acceder a los mecanismos de protección y atención para ellas, sus hijos e hijas;
i) La verdad, la justicia, la reparación y garantías de no repetición frente a los hechos constitutivos de violen- cia;
j) La estabilización de su situación conforme a los térmi- nos previstos en esta ley;
k) A decidir voluntariamente si puede ser confrontada con el agresor en cualquiera de los espacios de atención y en los procedimientos administrativos, judiciales o de otro tipo.
Es decir, las víctimas tienen derecho a un trato digno y hu- mano durante todo el proceso, a ser protegidas por el Estado como garante de los derechos fundamentales de las mismas, a ser reparadas integralmente en todos sus perjuicios causados por el injusto penal, a ser escuchadas durante el proceso, a te- ner asistencia de un representante legal en la audiencia de re- paración integral (lo último haciendo alusión al principio de gratuidad en el proceso penal colombiano) y a ser informadas de la decisión definitiva relativa de la persecución penal, todo lo anterior teniendo en cuenta y basándose dentro de los pre- supuestos de justicia, verdad y reparación.
A partir de la sentencia C-293 de 2005 respecto de la revi- sión de constitucionalidad del artículo 45, del decreto 2700 de 1991, la Corte Constitucional estableció que la participación de la víctima no solo se limitaba a la reparación económica. Posteriormente sigue la línea jurisprudencial con la sentencia C-1149 de 2001, en la cual se presenta la demanda de algunos
artículos del Código Penal Militar, concluyendo que la vícti- ma tiene derecho a la justicia, reparación y verdad sobre los hechos de competencia de la justicia penal militar, además con la sentencia C-178 de 2002 en donde se declara la inexe- quibilidad parcialmente de los artículos 578 y 579 de la ley que implementa el Código Penal Militar.
La ley 522 de 1999 establece que los derechos de las vícti- mas van mucho más allá de la simple reparación, pues tiene derecho a participar en todas las etapas del proceso, verifi- cando que sus derechos como víctima no sean vulnerados y afectados en su integridad. Este mismo concepto fue reitera- do en la sentencia T 1267 de 2001. Con la sentencia C 228 de 2002, en donde se presenta acción de inconstitucionalidad contra el inciso primero del artículo 137 de la ley 600 de 2000, sigue la línea de investigación al declararse la exequibilidad de la norma, pues además de reiterarse la postura de superar la concepción de que la víctima solo intervendría en el pro- ceso penal respecto de la reparación pecuniaria de sus per- juicios, se establecen los derechos de las víctimas a intervenir en el proceso para obtener la justicia y la verdad teniendo en cuenta los postulados de la Constitución de 1991, en donde se otorga dicho derecho a las víctimas30.
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30 Los artículos 11 y 137 de la ley 906 de 2004 omiten el derecho de impugnación, al dejar a la víctima sin posibilidad de controvertir decisiones fundamentales durante el proceso como lo son la confección del escrito de acusación, el poder establecer causales de incompeten- cias, recusaciones, nulidades, la admisión o exclusión de las pruebas y todas las demás decisiones que se deban tener en cuenta ante un juez de control de garantías, dejándole solo la oportunidad de presentar recursos contra la sentencia del juez después de haber dado apertura al juicio oral, de la sentencia de preclusión y del auto que apruebe la repa- ración integral. Cabe resaltar que aunque se estipule que la víctima estará en la audiencia preparatoria con su respectivo representante legal, no hay cabida a que ésta pueda inter- venir activamente durante estas dos audiencias, limitándola a estar presente sin ninguna intervención.
LA FIGURA DE LA VÍCTIMA EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL DE ARGENTINA
La Constitución Nacional de Argentina31 contiene dispo- siciones generales en sus artículos 18 y 33 que podemos co- rrelacionarlos con la protección a todos los ciudadanos, y se entiende también a las víctimas del delito, es el caso que el artículo 18 habla de la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y de los derechos; en tanto que en el artículo 33, se refiere a que los derechos no enumerados no serán enten- didos como negación de otros derechos y garantías.
Para mayor claridad, transcribimos el contenido de los ar- tículos citados:
Art. 18.- Ningún habitante de la Nación puede ser penado sin jui- cio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso, ni juzgado por comisiones especiales, o sacado de los jueces designados por la ley antes del hecho de la causa. Nadie puede ser obligado a decla- rar contra sí mismo; ni arrestado sino en virtud de orden escrita de autoridad competente. Es inviolable la defensa en juicio de la persona y de los derechos. El domicilio es inviolable, como también la correspondencia epistolar y los papeles privados; y una ley de- terminará en qué casos y con qué justificativos podrá  procederse a su allanamiento y ocupación. Quedan abolidos para siempre la pena de muerte por causas políticas, toda especie de tormento y los azotes. Las cárceles de la Nación serán sanas y limpias, para seguridad y no para castigo de los reos detenidos en ellas, y toda medida que a pretexto de precaución conduzca a mortificarlos más allá de lo que aquélla exija, hará responsable al juez que la autorice.
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31 Constitución Nacional de Argentina, artículos 18 y 33. Disponible en: http://www.sena- do.gov.ar/web/interes/constitucion/capitulo1.php Consultado: diciembre de 2010.
Art. 33.- Las declaraciones, derechos y garantías que enumera la Constitución, no serán entendidos como negación de otros dere- chos y garantías no enumerados; pero que nacen del principio de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno.
En el mismo orden de ideas, la sección cuarta, en su artí- culo 120 señala que: El Ministerio Público es un órgano in- dependiente con autonomía funcional y autarquía financiera, que tiene por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la socie- dad, en coordinación con las demás autoridades de la Repú- blica. Está integrado por un procurador general de la Nación y un defensor general de la Nación y los demás miembros que la ley establezca. Sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones.
Por otra parte, en el Código Procesal Penal, Ley N° 23984/7432, en su Capítulo III, se establecen los derechos de la víctima y el testigo en el artículo 79, al señalar que desde el inicio de un proceso penal hasta su finalización, el Estado nacional garantizará a las víctimas de un delito y a los testigos convocados a la causa por un órgano judicial el pleno respeto de los siguientes derechos:
a) A recibir un trato digno y respetuoso por parte de las autori- dades competentes;
b) Al sufragio de los gastos de traslado al lugar donde la autori- dad competente designe;
c) A la protección de la integridad física y moral, inclusive de su familia;
d) A ser informado sobre los resultados del acto procesal en el que ha participado;
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32 Código Procesal Penal, Ley N° 23984. CAPÍTULO III, artículo 79, Disponible en: http:// www.unifr.ch/ddp1/derechopenal/legislacion/l_20080616_04.pdf. Consultado: diciem- bre de 2010
e) Cuando se tratare de persona mayor de setenta (70) años, mu- jer embarazada o enfermo grave a cumplir el acto procesal en el lugar de su residencia; tal circunstancia deberá ser comuni- cada a la autoridad competente con la debida anticipación.
En el mismo sentido, el artículo 80 del citado Código esta- blece que, sin perjuicio de lo establecido en el artículo prece- dente, la víctima del delito tendrá derecho:
a) A ser informada por la oficina correspondiente acerca de las facultades que puede ejercer en el proceso penal, especialmente la de constituirse en actor civil o tener calidad de querellante;
b) A ser informada sobre el estado de la causa y la situación del imputado;
c) Cuando fuere menor o incapaz, el órgano judicial podrá auto- rizar que durante los actos procesales en los cuales intervenga sea acompañado por persona de su confianza, siempre que ello no coloque en peligro el interés de obtener la verdad de lo ocu- rrido.
Advierte en su artículo 81 que los derechos reconocidos en este capítulo deberán ser enunciados por el órgano judicial competente, al momento de practicar la primera citación de la víctima o del testigo.
El Código Penal de Argentina contiene en su Título IV, fracción segunda del artículo 29 (Texto según ley Nº 25.188)33, la reparación de perjuicios, al establecer que la sentencia con- denatoria podrá ordenar la indemnización del daño material y moral causado a la víctima, a su familia o a un tercero, fi- jándose el monto prudencialmente por el juez en defecto de plena prueba.
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33 El Código Penal de Argentina contiene en su Título IV, fracción segunda del artículo 20 (Texto según ley Nº 25188). Disponible en: http://tododeiure.atspace.com/codigos/pe- nal.htm. Consultado: diciembre de 2010
LA  PROTECCIÓN  Y  ASISTENCIA  A  LA VÍCTIMA:
Llevando en cuenta el resumen de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, las providencias principales de amparo a la víctima en el proceso, pueden ser separadas en tres grandes grupos: 1) MEDIDAS QUE SE ESTABLECEN PARA ATENUAR LAS INCONVENIENCIAS DEL PRO- CESO PARA LA VÍCTIMA; 2) MEDIDAS DE PROTEC- CIÓN A LA PRIVACIDAD DE LA VÍCTIMA; y 3) MEDI- DAS TENDIENTES A GARANTIZAR LA SEGURIDAD DE LA VÍCTIMA Y SU FAMILIA.
En cuanto a la disminución de los inconvenientes discu- rrentes del proceso, se tiene, en el derecho brasilero, la previ- sión de que la víctima o el testigo, que comparece al Foro o a la Delegación de la Policía, no perderá el día del salario.
CAPÍTULO VII
“LA QUERELLA”
INTROITO
Esta es considerada tradicionalmente como el acto jurídico procesal con el que se inicia una causa criminal a instancia de la víctima, constituyéndose en querellante, quien, al mismo tiempo, se torna en parte acusadora en la causa penal que así se inicia.
Es la declaración que una persona efectúa por escrito para poner en conocimiento del Juez unos hechos que cree que presentan las características del delito. Con ella el querellante solicita la apertura de una causa criminal en la que se inves- tigará la comisión del presunto delito, y se constituirá como parte acusadora en el mismo.
La persona que realiza la declaración (o querellante) ha de manifestar en la querella su intención de intervenir en el pro- cedimiento judicial como parte acusadora, pudiendo apar- tarse del mismo en cualquier momento, sin perjuicio de que pueda exigírsele la responsabilidad civil y/o penal que en su caso proceda.34
Se diferencia fundamentalmente de la denuncia, en que, mientras ésta contiene una simple manifestación de   conoci-
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34 Para Claría Olmedo el querellante es, pues, un acusador privado que cumple faculta- tivamente un acto permanente imputativo, ya formulando directamente una   acusación y manteniéndola, ya una discriminación que tiende a ella; ejercita la acción penal a la par, subsidiariamente o con absoluta exclusión del Ministerio Fiscal, y se distingue del “instante” porque éste solo tiende a liberar un obstáculo para ese ejercicio por el acusador público.
miento, la querella contiene, además, una manifestación de voluntad, en el sentido de reclamar la actividad del órgano jurisdiccional para un pronunciamiento sobre la pretensión punitiva sometida a éste (ejercicio de la acción penal): en don- de resulta que el querellante queda ligado al procedimiento… y el denunciante no.
IMPORTANCIA: Siempre se ha apuntado que el interés directo del particular ofendido produce el efecto saludable de evitar, en muchos casos, la tendencia a la rutina que caracte- riza a los órganos estatales, ya que, generalmente, la ingente cantidad de causas en el sistema penal tiende hacia la situa- ción de no otorgar el tratamiento debido a los conflictos que se ventilan en los estrados judiciales, por lo que la querella constituye un elemento gravitante en el impulso de un pro- ceso penal, por el lógico interés que pondrá el afectado en la sanción al culpable.
El derecho de intervención del querellante35 en los he- chos punibles de acción pública, ha desatado en la doctrina penal numerosos debates. Dentro de este contexto, se han erigido en la doctrina posturas tendientes a su supresión y otras tendientes a la preservación del mismo. Quienes defien-
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35 Merece mención un importante documento del Instituto Interamericano de Derechos Hu- manos, se señala cuanto sigue: “…por un lado, el principio de prioridad efectiva de la víctima parece oponerse a la supresión del querellante en los delitos de acción pública. Igualmente, la experiencia de los últimos años en casos de delitos del poder traducidos en gravísimas violaciones de Derechos Humanos, particularmente en la Argentina, ha in- dicado que la figura del querellante fue fundamental al obligar a la investigación de tales hechos. Estos argumentos llevarían a postular la necesidad de mantener o establecer la figura del querellante, con facultades análogas a las del Ministerio Público, en el proceso penal, en delitos de acción penal pública, tendencia contraria a la que viene abriéndose paso en varios países, que postula su supresión reemplazada por la figura del “actor civil” en el proceso penal.
den la postura de mantener este sujeto eventual del proceso argumentan:36
a) Derecho de la víctima a concurrir a los Tribunales a hacer valer sus derechos.37
b) Eficaz cooperación para el Ministerio Público.38
c) Es parte integrante de nuestra tradición jurídica pe- nal.39
TESIS PARA LA ABOLICIÓN DE LA QUERELLA: En la
tesis opuesta, quienes manifiestan sus reservas en cuanto a la implementación de esta figura, señalan cuanto sigue:
En la práctica, la víctima es impulsada casi siempre por la idea de la venganza y un interés pecuniario.40
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36 El Profesor Riquelme reflexionaba, comentando sobre la querella, en cuanto a que es posi- ble que, en muchos casos, la querella constituya un obstáculo para la rápida tramitación; que en otros devengare en abuso pernicioso e inmoral; mas es indudable que cuando su ejercicio se confía a profesionales honestos y conscientes, su acción es eficaz en el descu- brimiento de los hechos, en la aportación de pruebas, y sobre todo, en la vigilancia de las actuaciones.
37 Este derecho, de relevancia constitucional, se erige como un derecho inalienable, debido a que el Estado debe asegurar el acceso a la justicia a la víctima, otorgando las herramientas para que ella pueda participar en el juicio penal en calidad de sujeto procesal. Cabe poner de relieve el hecho de que ya la Corte Suprema de Justicia habría dictado importantes fallos defendiendo derechos del querellante particular en el proceso penal, fundada preci- samente en la necesidad de garantizar a los ciudadanos el acceso a la justicia. Ciertamente, resultaría de difícil entendimiento para el ciudadano lesionado en sus derechos, que deba contentarse con la mera idea de formular una denuncia penal ante los órganos facultados para ello y después tener que limitarse en ser un mero espectador pasivo del proceso.
38 La práctica y la experiencia han demostrado de manera fehaciente que la intervención de la víctima ha significado importantes aportes a la hora del impulso, así como del ofreci- miento de pruebas a ser producidos en la causa, con miras a la dilucidación y sanción a los autores y partícipes. Por otra parte, el interés directo del afectado y su participación efectiva en el proceso, ha evitado en más de una oportunidad, la tendencia, tal vez invo- luntaria, hacia la rutina que caracteriza a los órganos estatales.
39 Resulta indudable que la institución del querellante forma parte de nuestra tradición jurí- dica, por consiguiente nuestro sistema sigue en la tesitura de incorporar a quienes afecta el procedimiento que se dispone para la solución del conflicto, que puede representar una infracción penal.
40 El Profesor Riquelme, citando a Jofré, señalaba que la querella, en los delitos de acción pública, responde más a los impulsos del rencor y de la venganza que a hacer efectiva la justicia; los deudos de la víctima carecen de serenidad de espíritu para apreciar los hechos que han motivado el delito o lo que tal se presume. También sucede que aún los mismos directamente perjudicados rehúsan formalizar y continuar una acusación; o porque   sus
Por otra parte, los propulsores de la tesis contraria a la posibilidad de otorgar a la víctima la facultad de plantear querella con facultades análogas al del Ministerio Público, es decir autónomas, se fundan, esencialmente, en una mala o in- correcta utilización de esta facultad, empleando el sistema de administración de justicia como un instrumento de venganza o de extorsión.
Además, apuntan hacia la convicción de que la participa- ción en calidad de parte pondría en peligro la regularidad y la brevedad del juicio y menoscabaría las atribuciones del Mi- nisterio Público, cuyas atribuciones, por el influjo de la inves- tigación fiscal preparatoria, se pretende potenciar.
Sobre este punto, se puede señalar el documento del Insti- tuto Interamericano de Derechos Humanos.41
Cabe considerar que no puede ser utilizada como argu- mento razonable la postura de que el Querellante se mueve en virtud del deseo de venganza, que es un prejuicio del cual la doctrina actual ya se ha superado.42
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principios humanitarios los inclinan a perdonar al delincuente, o por evitarse  molestias y gastos de los procedimientos judiciales, o por sustraerse a las responsabilidades en que pueden incurrir por falta de prueba, o por haberse concertado con el autor del delito.
41 Dicho instituto apuntó que: “…en sentido contrario, se observó que la experiencia tam- bién indica que la presencia del querellante en los delitos de acción pública es masiva- mente usada para entablar acciones penales en supuestos delitos contra la propiedad, fundamentalmente en defraudaciones, como medio de instrumentar al proceso penal eri- giéndolo en recurso coactivo para el cobro de sumas de dinero, lo que perturba en gran medida el funcionamiento de la administración de justicia. En ese sentido, se objetó que, a nivel masivo, el querellante se convierte en un medio de utilizar la justicia en lugar de constituir un medio de ampliar el acceso a la misma…”.
42 La realidad enseña que el Estado no puede monopolizar en forma absoluta la persecución penal, ya que no cuenta ni con la estructura, ni los recursos necesarios para ello, debiendo ante esta circunstancia, garantizar al ciudadano las herramientas necesarias a fin de poder intervenir en el proceso con miras a otorgar mayores posibilidades, tanto en las indagacio- nes o pesquisas que pueda realizar, con la ayuda del Ministerio Público.
QUERELLA ADHESIVA.43 El régimen de la querella ad- hesiva ha sido, después de la investigación fiscal preparatoria y el juicio oral, una de las más controvertidas innovaciones introducidas por los parlamentarios en la Comisión de estu- dio del Proyecto del Código Procesal Penal.
Efectivamente, la supresión de la querella autónoma del proyecto original, incorporándose en su reemplazo la figura de la querella adhesiva, delega virtualmente la exclusividad de la persecución penal a manos del Ministerio Público.
Es decir, si este órgano resuelve no perseguir un hecho punible a los ojos de la víctima, ésta no podrá hacerlo, ya que el nuevo régimen procesal no otorga a la querella autónoma procesal, principalmente, en lo concerniente al manejo de la acción. Tras la implementación del nuevo código, se han ge- nerado numerosas críticas en torno a la implementación de la presente figura, en vista de que la misma, en la práctica, gene- ra impedimentos para la libre participación de la víctima en el proceso penal, por las razones señaladas precedentemente, lo que implica, en cierta manera, una restricción del acceso a la Justicia a la víctima, que pretende querellar en los hechos punibles de acción pública.
Desde otra perspectiva, para quienes la defienden, argu- mentan que en la práctica, un Ministerio Público, como parte del aparato estatal y con los debidos controles formales, repre- senta mayores garantías para el imputado, y en consecuencia para una adecuada persecución penal pública, ya que a partir
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43 En el Paraguay, Marcos Kohn, en sus comentarios sobre la querella adhesiva en el Código Procesal Penal, apunta que éste tiene una naturaleza especial. De hecho, como su nombre lo expresa, adhiere al ejercicio de la acción penal pública instaurada por el Ministerio Público, o sea, el querellante adhesivo coadyuva con el acusador público sin que tenga entidad propia para llegar al Juicio Oral y Público, puesto que el Ministerio Público pu- diera dejar de acusar en la Audiencia Preliminar. Esto no implica que no puede reclamar con diferentes fundamentos o reclamar una sanción mayor, lo que no se puede hacer es postular la acusación si el Ministerio Público no lo hace, o solicitar cualquier otra medida de salida previa al Juicio.
del hecho de que la investigación fiscal debe ser realizada con criterios objetivos, y con la debida transparencia, ésta debe también encontrarse desprovista de pasiones humanas, cosa que, en muchos casos, no sucede con la querella.44
Conforme lo señalan tanto Marcos Kohn y Claus Roxin, quien realiza sus comentarios sobre el acusador adhesivo, que se encuentra legislado en el Código Procesal Penal vi- gente en Alemania, comenta que en la acción adhesiva, junto a la fiscalía, se presenta una persona adhesiva que dispone de derechos procesales propios, el llamado acusador adhe- sivo. Así, la acción adhesiva pretende dar intervención en el procedimiento a personas que fueron ofendidas por un hecho punible, para su desagravio, para controlar a la fiscalía, así como también para salvaguardar sus derechos.
CRÍTICA A LA QUERELLA ADHESIVA
Aspectos negativos
De acuerdo a la concepción del Código, que guarda una estricta concordancia con el sistema acusatorio de enjuicia- miento criminal, que deriva en forma directa del monopolio de la acción penal pública, tuvo sus evidentes efectos en la política procesal en cuanto al nivel de intervención de la víc- tima dentro del proceso penal.
Conforme puede apreciarse, la adopción del sistema del querellante adhesivo, desconocido en nuestra tradición ju- rídica, estableció un punto de tensión, en donde se podía
 SHAPE  \* MERGEFORMAT 



44 Para Claus Roxin, quien realiza sus comentarios sobre el acusador adhesivo que se en- cuentra legislado en el Código Procesal Penal vigente en Alemania, comenta que en la acción adhesiva, junto a la Fiscalía, se presenta una persona adhesiva que dispone de de- rechos procesales propios, el llamado acusador adhesivo. Así, la acción adhesiva pretende dar intervención en el procedimiento a personas que fueron ofendidas por un hecho pu- nible, para su desagravio, para controlar a la fiscalía, así como también para salvaguardar sus derechos.
apreciar un sensible fortalecimiento del Ministerio Público en esta redefinición de roles, con una defensa con mayores po- sibilidades, a través de las garantías procesales establecidas en el nuevo proceso penal, en contrapartida a una sensible disminución de las facultades del querellante, en los hechos punibles de acción penal pública, al tener que necesariamente adherirse a lo requerido por el Ministerio Público, sin posibi- lidad de actuar con independencia del Agente Fiscal intervi- niente.
Haciendo un análisis de tal situación, se podría sostener que existe un cercenamiento para el ciudadano de la posibili- dad de plantear su pretensión penal ante la administración de justicia, negándole, en consecuencia, su derecho a la jurisdic- ción; en el hecho de que el tribunal no podrá aplicar el dere- cho atendiendo a las reclamaciones que ante ellos formulen.45 En la revista “El Derecho” de Argentina, se plantea el si- guiente interrogante: ¿Es inconstitucional inhibir la actividad del particular querellante y del juez cuando en los delitos de acción penal pública falta la intervención del Ministerio Pú- blico?, y en dicho articulado criticaba la normativa en cuanto a las atribuciones conferidas al querellante dentro del proceso
penal, resaltando que:
“…si dejamos bien establecido en que, con o sin normas de este tipo y en cualquier sentido que sobre el punto adopten, hay un principio constitucional en cualquier sentido que sobre el   punto
45 Efectivamente el damnificado no podrá ejercer válidamente su derecho a la jurisdicción previsto en el Artículo 47, “De las garantías de igualdad”, de la Constitución Nacional, que lleva implícita una serie de facultades básicas: la de iniciar el proceso, y de proseguirlo hasta su terminación, con todas las facultades derivadas que ello implica. Si el Ministe- rio Público no presenta acusación, por algún motivo, entonces el querellante no podrá sustentar ni defender sus solicitudes de reivindicación ante el órgano jurisdiccional, no pudiendo, en consecuencia llevar adelante el juicio penal para la reparación del daño, así como la imposición de la sanción penal que corresponda conforme al hecho punible en cuestión.
adopten, hay un principio constitucional indudable que damos por implícito entre los que hacen al proceso penal, que es éste: la legi- timación del querellante en los delitos de acción pública, razona- blemente regulada por las leyes procesales, conduce a sostener que, con o sin acusación del Ministerio Publico, el proceso penal debe ser impulsado, tramitado y concluido”.46
LA QUERELLA EN EL PROCESO PENAL PARAGUAYO
Forma de presentación: El Código Procesal Penal, en sus artículos 291 al 293, que establecen la forma de presentar la querella.47
La querella en Hechos Punibles de Acción Penal Públi- ca: Confiere el artículo 6948  del Código Procesal Penal, la   fa-
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46   Editorial Temis, pág. 63.
47 Artículo 291. QUERELLA. La querella adhesiva o autónoma, según el caso, se presentará por escrito, ante el juez penal, y contendrá: 1) los datos personales del querellante, el documento que acredite su identidad, los datos del representado en su caso, y los del abo- gado patrocinante; 2) el domicilio real y el domicilio procesal; 3) en el caso de las personas jurídicas, la razón social, el domicilio y los datos personales de su representante legal; 4) el relato circunstanciado del hecho, sus antecedentes o consecuencias conocidas, si es posi- ble, con la indicación de los autores, partícipes, perjudicados y testigos; 5) el detalle de los datos o elementos de prueba; y, 6) la prueba documental o la indicación del lugar donde se encuentra.
Artículo 292. TRÁMITE Y DECISIÓN. El juez admitirá o rechazará la querella y notificará su decisión al imputado, y al Ministerio Público, según el caso. Si falta alguno de los requi- sitos previstos en el artículo anterior, ordenará que se complete dentro del plazo de tres días. Las partes se podrán oponer a la admisión del querellante, mediante las excepciones correspondientes. La resolución que rechaza la querella es apelable.
Artículo 293. OPORTUNIDAD. La querella deberá presentarse antes de que el Ministerio Público concluya la investigación. Si se presenta en la fecha prevista para la acusación, deberá cumplir con todos los requisitos previstos para la acusación fiscal.
48 Artículo 69. QUERELLANTE ADHESIVO. En los hechos punibles de acción pública, la víctima o su representante legal, en calidad de querellante, podrán intervenir en el procedimiento iniciado por el Ministerio Público, con todos los derechos y facultades pre- vistos en la Constitución, en este Código y en las leyes. Las entidades del sector público no podrán ser querellantes. En estos casos el Ministerio Público representará los intereses del Estado. Quedarán exceptuados de estas reglas los entes autónomos con personalidad jurídica, las gobernaciones y las municipalidades. La participación de la víctima como querellante no alterará las facultades concedidas por la ley al Ministerio Público y a los tribunales, ni los eximirá de sus responsabilidades.
cultad a la víctima por medio de un representante legal, el derecho de intervenir en los procesos por hechos punibles de acción pública, adhiriéndose al procedimiento iniciado por el Ministerio Público. Si éste no considera viable la  acusación, el querellante no podrá presentarlo por su cuenta, pues la imputación fiscal es indispensable para decretar el inicio del procedimiento.49
Es restringida la potestad de querellar a las entidades del sector público, cuyos intereses serán representados por el Ministerio Público, únicamente, con excepción de los entes autónomos con personalidad jurídica, gobernaciones y mu- nicipalidades.
La querella adhesiva es la figura prevista para intervenir en los hechos punibles de acción pública, entendida como la pretensión que formula la víctima ante el juez penal, la cual será admitida única y exclusivamente cuando el Ministerio Público decide imputar e investigar al imputado; si luego de la investigación, el órgano requirente se convence de que la investigación desplegada proporciona fundamento serio para derivar la causa a juicio oral y público, acusará y habilitará la etapa final del procedimiento ordinario.
En ambos casos, la participación de la querella en la in- vestigación o en el juicio oral y público se condiciona a  que el Ministerio Público impute o acuse, según el caso; a con- trario sensu, si el Ministerio Público considera que no exis- ten elementos para imputar, la investigación y el proceso se clausuran por vía de la desestimación o del sobreseimiento, lo que provoca que la querella adhesiva siga la “suerte” del principal, a pesar de la voluntad de aquélla en continuar la investigación o sostener la acusación.
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49   Art. 303 del C.P.P.
Formalidades: La querella debe ser representada por me- dio de abogado matriculado, quien tendrá amplias facultades para ejercer el mandato y actuar en el proceso, salvo en casos especiales que requieran la intervención personal del particu- lar afectado o en las que exista reserva de la ley.
En las querellas autónomas, por delitos de acción privada, el mandatario tiene amplias facultades, debiendo regirse por los mismos requisitos formales para la querella adhesiva.
La querella podrá deducirse en la etapa preliminar, antes de que el Fiscal concluya su investigación. Si es presentada en la fecha prevista para la acusación, deberá cumplir con los requisitos previstos para la acusación fiscal.
La presentación de la querella deberá hacerse por escrito ante el Juez Penal, conteniendo indefectiblemente los datos personales del querellante y todos los documentos que acre- diten la representación, deberá fijarse domicilio procesal, y denunciarse el domicilio real. Si son personas jurídicas, debe constar la razón social, los documentos constituidos de ésta.
Posteriormente debe realizarse la relación de hechos, in- dividualizándose a los supuestos autores, partícipes, perju- dicados y testigos y todo elemento de prueba que pueda ser arrimado o en su defecto la indicación del lugar en donde se encuentra, en caso de imposibilidad de presentar prueba documental.
A falta de estos requisitos, se intimará al querellante a completarlo en el plazo de tres días.
El Juez admitirá o rechazará la querella en su caso, no- tificando a las demás partes, quienes podrán oponerse a la admisión de las mismas por medio de las excepciones corres- pondientes.
El querellante puede apelar la resolución que rechaza la querella.
En cuanto a la desestimación, éste puede ser presentado en cualquier etapa del proceso, cargando en este caso con las costas y sujeto a decisiones posteriores en cuanto al proceso.
El abandono, que se encuentra regulado por las disposi- ciones del mismo artículo 294 del Código Procesal Penal, im- pone exigencias al querellante, en cuanto podrá declararse el abandono de oficio o a petición de parte, cuando no compa- rezca a prestar declaración testimonial, no acuse o no asista a la audiencia preliminar sin justa causa.
Igualmente, cuando no ofrezca prueba que funde acusa- ción, ni concurra al juicio o se ausente de él sin autorización del tribunal.
El desistimiento y el abandono extinguen la posibilidad de presentar nueva querella en el mismo proceso en contra de los mismos imputados.
La acusación deberá ser planteada en el mismo plazo fija- do para la acusación fiscal, y con los mismos requisitos pre- vistos para ella. Asimismo, podrá ampliar la acusación en el juicio, ante la inclusión de un hecho nuevo o circunstancia que no se haya mencionado en la acusación o en el auto de apertura a juicio, que modifica la calificación legal del hecho, la sanción del mismo o integra un hecho punible continua- do. Finalmente debe solicitar la pena que estime conveniente, luego de la exposición del fiscal, al momento de los alegatos.
Mora Judicial. El artículo 13750 del Código Procesal Penal dispone que el Estado y los funcionarios responsables, debe-
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50 Artículo 137. EFECTOS. Vencido el plazo previsto en el artículo anterior, el juez o tribunal, de oficio o a petición de parte, declarará extinguida la acción penal, conforme a lo previsto por este Código. Cuando se declare la extinción de la acción penal por morosidad judicial, la víctima deberá ser indemnizada por los funcionarios responsables y por el Estado. Se presumirá la negligencia de los funcionarios actuantes, salvo prueba en contrario. En caso de insolvencia del funcionario, responderá directamente el Estado, sin perjuicio de su derecho a repetir.
rán indemnizar a la víctima, por la extinción de la acción por morosidad judicial, presumiéndose la negligencia de los fun- cionarios actuantes, salvo prueba en contrario, y en caso de insolvencia del funcionario, responderá directamente el Esta- do, sin perjuicio a su derecho a repetir.
El artículo 14251 in fine del Código Procesal Penal, en el mismo sentido, establece la obligación de indemnización al querellante, para el caso en que haya perdido el recurso por demora ante la Corte Suprema de Justicia.
Responsabilidades: El querellante adhesivo es respon- sable por el falseamiento de los hechos o por litigar con te- meridad52. Como sanción, carga con la condena en costas, las cuales podrán ser impuestas por el Tribunal, en forma total o parcial.
En los casos en que se determine la indemnización al im- putado, si el condenado es absuelto a causa de la revisión del procedimiento, o le sea impuesta pena menor, será indemni- zado por el tiempo de privación de libertad que ha sufrido en exceso, igualmente para el caso de aplicación de otras medi- das, medidas cautelares o multas en exceso,    exceptuándose
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51 Artículo 142. DEMORA DE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. RESOLUCIÓN FIC- TA. Cuando la Corte Suprema de Justicia no resuelva un recurso dentro de los plazos establecidos por este Código, se entenderá que ha admitido la solución propuesta por el recurrente, salvo que sea desfavorable para el imputado, caso en el cual se entenderá que el recurso ha sido rechazado. Si existen recursos de varias partes, se admitirá la solución propuesta por el imputado. Cuando el recurso a resolver se refiera a la casación de una sentencia condenatoria, antes de aplicar las reglas precedentes, se integrará una nueva Sala Penal dentro de los tres días de vencido el plazo, la que deberá resolver el recurso en un plazo no superior a los diez días. Los ministros de la Corte Suprema de Justicia que ha- yan perdido su competencia por este motivo tendrán responsabilidad por mal desempeño de funciones. El Estado deberá indemnizar al querellante cuando haya perdido su recurso por este motivo, conforme lo previsto en este capítulo.
52   Arts. 268 y 295 C.P.P.
los beneficiados por amnistía o indulto. Este derecho es trans- misible a los herederos del imputado.53
Esta indemnización es obligación del Estado, quien po- drá repetir contra otro obligado, entiéndase comprendido el querellante, imponiéndose incluso obligación solidaria total o parcialmente a quienes hayan contribuido al error judicial.
LA QUERELLA DE ACCIÓN PRIVADA
Generalidades
Es también denominada querella autónoma, pues en la misma no interviene el Ministerio Público. Se encuentra re- servada para delitos establecidos taxativamente en el artículo 17 del Código Procesal Penal.54
En el momento de presentar la acusación, en la conclusión de la etapa preparatoria, el querellante tendrá total autono- mía para precisar los hechos de la acusación particular, su calificación jurídica y ofrecer pruebas.
El procedimiento para la querella de acción privada se en- cuentra en los artículos 422 al 426 del Código Procesal Penal.55
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53   Art. 273, 277 y 278 C.P.P.
54 Artículo 17. ACCIÓN PRIVADA. Serán perseguibles exclusivamente por acción privada los siguientes hechos punibles: 1) maltrato físico; 2) lesión; 3) lesión culposa;4)  amenaza;
5) tratamiento médico sin consentimiento; 6) violación de domicilio; 7) lesión a la intimi- dad; 8) violación del secreto de comunicación; 9) calumnia; 10) difamación; 11) injuria;
12) denigración de la memoria de un muerto; 13) daño; 14) uso no autorizado de vehículo automotor.
55 Artículo 422. QUERELLA. Quien pretenda acusar por un delito de acción privada, deberá presentar su acusación particular ante el juez de paz o el tribunal de sentencia, por sí o mediante apoderado especial, conforme a lo previsto en este Código.
Artículo 423. AUXILIO JUDICIAL PREVIO. Cuando no se haya logrado identificar o individualizar al acusado; o determinar su domicilio; o, cuando para describir clara, pre- cisa y circunstanciadamente el delito sea imprescindible llevar a cabo diligencias que el querellante no pueda realizar por sí mismo, requerirá en la acusación el auxilio judicial, indicando las medidas pertinentes.
El juez prestará el auxilio, si corresponde. Luego, el acusador completará su acusación dentro de los cinco días de obtenida la información faltante.
Artículo 424. CONCILIACIÓN. Admitida la querella, se convocará a una audiencia de conciliación, dentro de los diez días.
Este procedimiento es rápido y expeditivo, buscando la conciliación y el acuerdo, a fin de lograr una rápida repara- ción del daño.
La acusación podrá ser presentada ante el Juez de Paz o el Tribunal de sentencia, por sí o mediante apoderado especial. El querellante puede recurrir al auxilio judicial, a los efectos de identificar o individualizar al acusado, determinar su do- micilio o la realización de diligencias que el querellante no pueda realizar por sí mismo.56
Se convocará a una audiencia de conciliación dentro de los diez días, a fin de que las partes puedan designar un ami- gable componedor57, que realice la audiencia de conciliación sin justa causa, y por fallecimiento o incapacidad del quere- llante no concurriendo a proseguir el procedimiento quien se halle facultado para ello por la ley, dentro de los treinta días siguientes a la muerte o incapacidad.
Respecto al fallecimiento, es obvio que no se exige la sen- tencia declaratoria de herederos para acreditar la calidad de tal; basta la prueba de la relación de cónyuge, conviviente o pariente dentro del cuarto grado de consanguinidad o por adopción, o segundo de afinidad, o heredero testamentario.
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Por acuerdo entre acusador y acusado podrán designar un amigable componedor para que realice la audiencia.
Artículo 425. PROCEDIMIENTO POSTERIOR. Si no se logra la conciliación, el juez con- vocará a juicio conforme a lo establecido por este Código y aplicará las reglas del juicio ordinario.
Artículo 426. ABANDONO DE LA QUERELLA. Además de los casos previstos en este Código, se considerará abandonada la querella y se archivará el procedimiento cuando: 1) el querellante o su mandatario no concurran a la audiencia de conciliación, sin justa causa; y, 2) cuando fallecido o incapacitado el querellante, no concurra a proseguir el procedi- miento quien según la ley esté autorizado para ello, dentro de los treinta días siguientes a la muerte o incapacidad.
56 Vale decir, que el querellante debe estar munido de las pruebas que sustentan su acusa- ción, conforme las reglas del Código. Una vez contempladas las diligencias correspon- dientes al auxilio judicial, en un plazo de cinco días, el acusador deberá completar la información restante para ser admitida la querella.
57 En la mayoría de los casos, siempre recae en la persona del Juez del Tribunal de Sentencia Unipersonal.
Condena en costas: para el caso de absolución, sobresei- miento, desestimación o archivo serán soportadas por la par- te querellante.
Igualmente si la querella ha instado el procedimiento por medio de una acusación falsa o temeraria, podrán serle im- puestas total o parcialmente las costas.
Para el caso de acuerdo entre las partes, el Tribunal podrá decidir sobre las costas conforme este acuerdo.
Asimismo, en el caso de condena o retractación las cargará el condenado.
LA QUERELLA COMO ÚNICA ALTERNATIVA EN LOS HECHOS PUNIBLES DE ACCIÓN PENAL PRIVADA
Si bien existe una gran amputación de la figura del que- rellante en nuestro Código Procesal Penal con relación al Có- digo Penal de forma, que regía con anterioridad en nuestro país, la querella prácticamente no ha sufrido variación en los hechos punibles de acción penal privada.
Aquí no interviene el Ministerio Público y la víctima o su representante legal, es el encargado de instar el procedimien- to.
Si bien son amplias las facultades del querellante, que se torna autónomo, no se ha previsto la participación de la vícti- ma, cuando ésta resulta insolvente, tema que desarrollaré en el otro tópico de mi trabajo.
Como el título lo indica, el artículo 17 del Código Procesal Penal prevé una serie de hechos punibles que únicamente po- drán ser impulsados por instancias de la víctima.
Para todos estos hechos se requiere la participación de la víctima, pero el artículo 1658 del Código Procesal Penal abre una nueva especie de hecho punible, pues establece que cuan- do el ejercicio de la acción penal pública requiere de instancia de parte, el Ministerio Público solo la ejercerá una vez que ella se produzca, sin perjuicio de realizar los actos imprescin- dibles para conservar los elementos de prueba, siempre que no afecten la protección del interés de la víctima.
ALGUNAS OBSERVACIONES SOBRE LA QUERELLA
Como podrá verse, existen tres modalidades de acción pe- nal: a) pública59; b) privada60  y, c) exclusivamente privada61.
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58 Artículo 16. INSTANCIA DE PARTE. Cuando el ejercicio de la acción penal pública re- quiera de instancia de parte, el Ministerio Público solo la ejercerá una vez que ella se produzca, sin perjuicio de realizar los actos imprescindibles para conservar los elementos de prueba, siempre que no afecten la protección del interés de la víctima. Sin embargo, el Ministerio Público la ejercerá directamente cuando el hecho punible haya sido cometido contra un incapaz que no tenga representación, o cuando haya sido cometido por uno de los padres, el representante legal o el guardador. La instancia de parte permitirá procesar a todos los participantes.
59 La participación de la querella es adhesiva, no es autónoma, como era en nuestra legisla- ción procesal penal anterior.
60   Se crea una situación híbrida como el caso del acoso sexual previsto en el artículo 133 inc.
c) del Código Penal, a no ser que el hecho punible haya sido cometido contra un incapaz que no tenga representación, o cuando haya sido cometido por uno de los padres, el re- presentante legal o guardador. En estos casos, podrá ejercerla el Ministerio Público en forma directa. Pero cuando es realizado contra una víctima que no sea incapaz por alguien con quien no tenga la consanguinidad o afinidad prevista en la Ley, el proceso deberá ser impulsado por una querella, si se busca el castigo del culpable.
61 En este caso, se deja a cargo de la víctima la persecución penal. Aquí necesariamente debe- rá contratar los servicios de un abogado matriculado, pero nuestro Código no previó para casos de insolvencia, como sucede en gran parte de nuestra sociedad. Códigos de otros países previeron el impulso procesal a través de asociaciones o fundaciones que ayudaban a las víctimas de escasos recursos, pero el nuestro no prevé la situación para casos de esta naturaleza.
CAPÍTULO VIII
LA ASESORÍA JURÍDICA GRATUITA
INTRODUCCIÓN
El objetivo del título es justamente la intención de la pre- sente obra, y con ello se buscará demostrar la necesidad de que toda víctima de un hecho punible, tenga el derecho de contar con un profesional, ajeno al Ministerio Público, que re- presente sus intereses en los estrados judiciales.
En este capítulo plasmaremos las experiencias, tanto de las Fiscalías y Juzgados de Garantías de la República, sobre la cantidad de hechos punibles que fueron denunciados y que terminaron sin ninguna condena, o que simplemente fueron archivados sin ninguna investigación por diversos motivos.
Se acercarán también informaciones sobre la funcionali- dad del juicio civil en el ámbito penal, a fin de que la víctima reciba la reparación del daño y perjuicio sufrido, proponien- do que el Estado, a través de un organismo, se encargue de personas dañadas o perjudicadas por sujetos desconocidos o insolventes.
Seguidamente expondremos, con una experiencia judicial, las normativas introducidas en el Derecho Penal mexicano, que consideramos bastante apropiadas y de vital importancia su desarrollo para poder, sobre dicha base, exponer algunas ideas que podemos acoger en nuestra legislación procesal, para lograr la igualdad procesal del ofendido y del imputado.
EXPERIENCIA DEL PROCEDIMIENTO PENAL MEXI-
CANO62: Brevemente mencionaremos que el Código Procesal Penal mexicano reputa que: “parte ofendida para tener por satisfecho el requisito de la querella necesaria a la víctima o titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro por la conducta imputada al indiciado”. En ese sentido, se ha san- cionado la LEY DE ATENCIÓN Y APOYO A LAS VÍCTIMAS DEL DELITO PARA EL DISTRITO FEDERAL.
“se entiende por víctima a la persona que haya sufrido daño, como consecuencia de acciones u omisiones realizadas en su contra, tipi- ficadas como delito y sancionadas por la legislación penal”.63
“ …y por ofendido, el titular del bien jurídico lesionado o puesto en peligro que asume la condición de sujeto pasivo del delito…”.64
La primera caracterización puede ser cuestionada: cabe la posibilidad de que una persona sufra daño como consecuen- cia de conductas que se han realizado en contra de otra; así, solo verbigracia, los dependientes inmediatos del sujeto pasi- vo: cónyuge, padres, hijos.
En todo caso, habría que examinar si todos los derechos que la ley mexicana concede a víctimas y ofendidos, con una sola expresión que hay comprende a ambos, son efectivamen- te aplicables a las dos categorías de sujetos. Todo ello, por
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62 Una particularidad de la República Mexicana, es que cuenta con los siguientes ordena- mientos relevantes para la materia procesal penal: a) Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos o Constitución General de la República, en la que se hallan las normas fundamentales del procedimiento penal y que reserva una parte del artículo 20 (apartado
B) a las “garantías” de “la víctima o el ofendido” en “todo proceso penal”. b) Treinta y tres códigos de procedimientos penales: uno federal, uno para el Distrito Federal y treinta y uno correspondientes a igual número de Estados de la Federación; c) el mismo número de leyes orgánicas de los tribunales y el Ministerio Público (federales, del Distrito Federal y de los Estados), y d) un número semejante de ordenamientos relativos a la defensoría pública o de oficio.
63   Art. 7 de la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito.
64   Art. 8 de la Ley de Atención y Apoyo a las Víctimas del Delito.
supuesto, sin perjuicio de que coincidan en un mismo sujeto las calidades de ofendido y víctima.
Hasta el año 1995 existía un monopolio del Ministerio Público sobre la acción penal, expresado en tres enmiendas: investigación de los delitos, decisión sobre la acción penal y acusación en el curso del proceso.
A partir de las reformas constitucionales que entraron en vigor en ese año, decayó el monopolio en lo que respecta a la segunda cuestión mencionada. Es importante señalar que an- tes de esa reforma el ofendido tenía cierta función en el proce- dimiento que conserva, incrementada, generalmente acotada por los temas de reparación del daño.
Con ello se abrió un amplio espacio adicional a la inter- vención del ofendido en la persecución penal (no solo en re- paración del daño).65
RESUMIENDO
Así, las cosas, la reforma que entró a regir a partir del año 1995, más las normas que existían antes y aquellas otras que han sido reformadas después, apuntan hacia una interven- ción del ofendido en dos ámbitos:
a) La promoción de la justicia penal por medio de la que- rella y a través de la impugnación del no ejercicio o el desistimiento, independientemente del contenido que estos actos posean o impliquen con respecto a la repa- ración, y
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65 “Las resoluciones del Ministerio Público sobre el no ejercicio y el desistimiento de la ac- ción penal –señala ese cuarto párrafo–, podrán ser impugnadas por vía jurisdiccional en los términos que establezca la Ley”.
b) Las restantes intervenciones en el proceso (desde la averiguación previa hasta el amparo-casación) conec- tadas con el resarcimiento.66
EQUILIBRIO PROCESAL Y DESARROLLO DE LA POSICIÓN DEL OFENDIDO
En la actual etapa del sistema penal mexicano –en la Cons- titución y en el peldaño secundario– se ha proclamado la ne- cesidad de lograr un mejor equilibrio entre los intereses, confiriendo a los respectivos personajes procesales los dere- chos, las obligaciones y las cargas conducentes a establecer ese equilibrio.67
En las últimas décadas se rescató al inculpado68 de la “pos- tración procesal” en la que se hallaba, aun cuando ese rescate aún no significa que se haya desembocado en una solución plenamente satisfactoria. Por lo demás, ha comenzado el que- branto de la situación del inculpado a partir de las disposi- ciones sobre combate a la delincuencia organizada (específi- camente, la cuestionada Ley Federal contra la Delincuencia Organizada,  que  ya  inicia  su  influencia  –preocupante,  en
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66 Es importante destacar esta doble función del ofendido en el proceso, que no ha sido sufi- cientemente subrayada hasta hoy, que permitiría avanzar en las precisiones jurispruden- ciales sobre esta materia. La etapa jurisdiccional se inicia ante el juez que conoce la acción esgrimida por el Ministerio Público. Esta etapa suele transitar por dos instancias (hay casos en que solo se prevé una, cuando se trata de delitos de escasa gravedad), la primera ante juzgador unitario o monocrático y la segunda ante juzgador colegiado (generalmen- te). El ofendido tiene una participación cada vez más importante en ambas. Éste cuenta con la posibilidad de intervenir, en el procedimiento de amparo casacional.
67 Abundan las expresiones críticas sobre la escasa importancia que se ha reconocido al ofen- dido en la legislación y en la acción pública. Son interesantes, a este respecto, algunos considerandos –extraído de internet– del dictamen relativo a la Ley de Atención y Apoyo a las víctimas del delito en el Distrito Federal, de 2002. Se tiene conciencia, dice aquél, “del prolongado abandono de los sujetos pasivos del delito y del desmesurado crecimiento de la criminalidad”, y “resulta de suma importancia rescatar a la víctima del delito de la marginación en que había caído y erradicar su olvido inexplicable, notorio y perjudicial”.
68 SERGIO GARCÍA RAMÍREZ. “La renovación del Derecho Penal Mexicano”. Biblioteca Virtual de la UNAM.
mi concepto– sobre la legislación ordinaria. En todo caso, la orientación garantista de la ley procesal mexicana consiguió, durante algún tiempo, “modernizar” considerablemente el enjuiciamiento.
Es sabido que el avance del inculpado y de su acompa- ñante necesario, el defensor, puso de manifiesto el déficit existente en la trinchera del ofendido; ha prosperado, inclu- sive, una reacción social adversa al buen trato al inculpado
–explícitamente adversa, pues, a los “derechos humanos” de éste– y exigente de mejor trato para el ofendido. Era necesario rehacer el equilibrio, y a esto se han destinado buenos pa- sos de la reforma de los últimos años, que igualmente sirve a un designio garantista. Al avance en este sector ha contribui- do también el desenvolvimiento de estudios victimológicos, cuya presencia es creciente.
El auge del derecho constitucional y procesal penal ha motivado las innovaciones con relación a la percepción del ofendido en la legislación secundaria. Tales casos de los Có- digos de Morelos y Tabasco, a los que aludo con frecuencia en este trabajo, que han planteado una mejor concepción de los participantes procesales, específicamente del ofendido y su asesor jurídico.
Es interesante resaltar la labor del Defensor del Pueblo de México69 en la protección de los derechos humanos de las víctimas de los delitos; frecuentemente “cuestionadas” por la supuesta “preferencia hacia los derechos de los delincuentes”
–con todo lo que apareja esta censura infundada–, esas omi- siones han destacado la importancia cuantitativa y cualitativa de las actividades que realizan a favor de ofendidos o vícti- mas de los delitos.
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69 En la página web del mismo destaca sus logros con relación a la defensa de los derechos del ofendido.
CUESTIONES FUNDAMENTALES
Las cuestiones fundamentales que han sufrido el debate sobre el ofendido y su posición en el procedimiento penal son:
a) La forma en que se entienda el jus puniendi estatal –en amplio sentido–, y el papel que a partir de ese entendi- miento se debe asignar al ofendido, es decir, la partici- pación que éste ha de tener en la persecución del delito, y,70
b) La naturaleza jurídica que se atribuye o reconoce al daño (privado) causado por el delito y a la obligación de resarcimiento que éste engendra, con las consecuen- cias procesales que derivan de la solución que se adop- te.71
La recuperación del ofendido se ha producido, lentamen- te, por dos vías principales. La primera es la constante am- pliación de la facultad de querella, requisito de procedibili- dad que constituye una “llave” del procedimiento en manos del particular, a la que se asocia la potestad del “perdón”
–con cierre de la investigación o sobreseimiento del proceso– y que favorece, en fin de cuentas, la creciente autocomposi- ción del litigio penal.
La segunda vía corresponde a la posibilidad –que data de los últimos años, tras un largo periodo de enérgico monopo- lio público de la acción penal– de que el ofendido impugne jurisdiccionalmente las decisiones del Ministerio Público que
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70 PROMOCIÓN DE LA JUSTICIA PENAL: En México ha prevalecido la idea de que la ple- na asunción del jus puniendi por el Estado implica atribuir a un órgano público, en forma exclusiva, el ejercicio de la acción penal, dejando al ofendido fuera de esta actividad o reconociéndole, de manera marginal, un mínimo de posibilidad de intervenir en el proce- dimiento.
71 El monopolio en el ejercicio de la acción penal ha declinado –a cambio de que se incre- menten los derechos del ofendido para la promoción de la justicia penal–, permitió la impugnación por vía jurisdiccional de las decisiones de no ejercicio o desistimiento en el ejercicio de la acción penal por parte del Ministerio Público.
niegan el ejercicio de la acción o resuelven el desistimiento de ésta.
ASESORÍA JURÍDICA GRATUITA72
En ese sentido el derecho mexicano, desde la reforma constitucional del año 2000, que avanzó con respecto a la de 1993, incluyó entre las garantías de la víctima o del ofendido la de “recibir asesoría jurídica”.
Es fácil advertir que la fórmula constitucional gana te- rreno, en el propósito de conferir al ofendido una prestancia procesal cada vez más cercana a la que ha tenido y probable- mente conservará el inculpado.
Entre los argumentos expuestos por los juristas para la norma constitucional que garantiza a “recibir asesoría jurídi- ca”, se tiene que:
“SI EL PROCEDIMIENTO  PENAL  SIGNIFICA RIESGOS Y POSIBILIDADES QUE AFECTAN O PUEDEN AFEC- TAR LOS INTERESES JURÍDICOS DEL OFENDIDO, ES NATURAL QUE UN SISTEMA PREOCUPADO POR EL “ACCESO A LA JUSTICIA” DE TODOS LOS    CIUDADA-
NOS –principio que afirma el artículo 17 constitucional–, SE OCUPE EN PROVEER A LOS OFENDIDOS  EL ME- JOR MEDIO PARA CONOCER Y APRECIAR SU POSI- CIÓN EN EL PROCESO –UNA POSICIÓN QUE OFRECE DOS VERTIENTES: SUSTANTIVA Y ADJETIVA– Y PARA ADOPTAR LAS DECISIONES QUE FINALMENTE LE CONVENGAN. TRADICIONALMENTE ESTE ASESORA-
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72 “…El gremio, en alianza con la Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados (UIBA) y la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID), ejecuta el proyecto Defensoría Social. El lugar de asistencia se encuentra en la planta baja de Tribunales, en el local del Colegio de Abogados. La atención es de lunes a viernes, de 8:00 a 12:00….” (Abc color, 24 de junio del 2011).
MIENTO PUDO DEPENDER DEL MINISTERIO PÚBLICO; HOY DÍA, LA REALIDAD DEL PROCEDIMIENTO Y LA DECLARACIÓN ESPECÍFICA Y DOMINANTE DEL MI- NISTERIO PÚBLICO HACE NECESARIO QUE EL OFEN- DIDO CUENTE CON UN APOYO JURÍDICO DIFERENTE DEL QUE PUDIERA  PROPORCIONARLE, OCASIONAL Y SOMERAMENTE, EL ÓRGANO DE LA ACUSACIÓN. DE AHÍ QUE SURGIERA Y PROSPERARA LA FIGURA DE ASESORÍA JURÍDICA, QUE TIENE UNA DOBLE PRO- TECCIÓN: EL DATO MISMO DE LA ASESORÍA, COMO FUNCIÓN, Y EL DESEMPEÑO DE ÉSTA, A TRAVÉS DE UN ÓRGANO ESPECÍFICO. LA LEGISLACIÓN COMÚN MÁS AVANZADA ESTABLECE UN EXPLÍCITO PA- RALELISMO ENTRE EL ASESOR DEL OFENDIDO Y EL DEFENSOR DEL INCULPADO: LA INTERVENCIÓN DE AQUÉL SE EQUIPARA, EN BUENA MEDIDA, A LA DE ÉSTE. CON ELLO SE ACENTÚA EL EQUILIBRIO DE IN- TERESES Y LA “IGUALDAD DE ARMAS”.73
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73 Además de estos argumentos, el Profesor de Derecho Penal de México, Sergio García Ra- mírez, sostiene que: “...con respecto a la asesoría, en sí misma, se puede plantear cuestión sobre las características y el alcance de su desempeño. También la hay acerca del órgano asesor, que representa problemas de operación, administración y financiamiento. Sin em- bargo, el Estado vulneraría la garantía del ofendido si no proveyese la posibilidad de que aquél designe asesor por sí mismo –autorizando, además, el adecuado desempeño de su cometido– o no pusiera a su disposición, formalmente, el servicio de la asesoría al que tiene derecho, en el supuesto de que el interesado no pudiera satisfacer, por sí mismo, las implicaciones funcionales o profesionales de esta garantía. Algunos ordenamientos loca- les ponen la asesoría a cargo del Ministerio Público, que puede cumplirla, por supuesto, mediante profesionales distintos de los agentes del Ministerio Público.
DECLARACIÓN SOBRE LOS “PRINCIPIOS FUNDAMENTALES DE JUSTICIA PARA LAS VÍCTIMAS DE DELITOS Y DEL ABUSO DE PODER”74
Teniendo en cuenta la importancia de la norma y para que el lector pueda, una vez leídos y analizados los términos de la declaración de las Naciones Unidas, sacar sus propias con- clusiones.
La Asamblea General,
Recordando que el Sexto Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente recomendó que las Naciones Unidas continuaran su actual labor de elabora- ción de directrices y normas acerca del abuso del poder económico y político,
Consciente de que millones de personas de todo el mundo sufren daños como resultado de delitos y del abuso de poder y de que los derechos de esas víctimas no han sido reconocidos adecuadamente; Reconociendo que las víctimas de delitos y las víctimas del abu- so de poder, y frecuentemente también sus familias, los testigos y otras personas que les prestan ayuda, están expuestos injusta- mente a pérdidas, daños o perjuicios, y que además pueden sufrir dificultades cuando comparezcan en el enjuiciamiento de los de- lincuentes;
1. Afirma la necesidad de que se adopten medidas nacionales e internacionales a fin de garantizar el reconocimiento y el res- peto universales y efectivos de los derechos de las víctimas de delitos y del abuso de poder;
2. Destaca la necesidad de promover el progreso de todos los Es- tados en sus esfuerzos con tal fin, sin perjuicio de los derechos de los sospechosos o delincuentes;
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74 Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en su Resolución 40/34 de fecha 29 de noviembre de 1985.
3. Aprueba la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia a) relativos a las víctimas de delitos y b) relativos a las víctimas del abuso de poder, incluida como anexo a la presente resolución, que está destinada a ayudar a los gobiernos y a la comunidad internacional en sus esfuerzos por garantizar la justicia y la asistencia a las víctimas de delitos y a las víctimas del abuso de poder;
4. Insta a los Estados Miembros a tomar las medidas necesarias para poner en vigor las disposiciones contenidas en la Declara- ción y, a fin de reducir la victimización a que se hace referencia más adelante, a esforzarse por:
a) Aplicar políticas sociales, sanitarias (incluida la salud mental), educativas, económicas y dirigidas específica- mente a la prevención del delito con objeto de reducir la victimización y alentar la asistencia a las víctimas que la necesiten;
b) Promover los esfuerzos de la comunidad y la participación de la población en la prevención del delito;
c) Revisar periódicamente su legislación y prácticas vigentes con objeto de adaptarlas a las circunstancias cambiantes, y promulgar y hacer cumplir leyes que proscriban los actos que infrinjan normas internacionalmente reconocidas re- lativas a los derechos humanos, la conducta de las empre- sas y otros abusos de poder;
d) Crear y fortalecer los medios para detectar, enjuiciar y con- denar a los culpables de delitos;
e) Promover la revelación de la información pertinente, a fin de someter la conducta oficial y la conducta de las empre- sas a examen público, y otros medios de que se tengan más en cuenta las inquietudes de la población;
f) Fomentar la observancia de códigos de conducta y normas éticas, en particular los criterios internacionales, por los
funcionarios públicos, inclusive el personal encargado de hacer cumplir la ley, el correccional, el médico, el de los servicios sociales y el militar, así como por los empleados de las empresas de carácter económico;
g) Prohibir las prácticas y los procedimientos conducentes al abuso, como los lugares de detención secretos y la deten- ción con incomunicación;
h) Cooperar con otros Estados, mediante la asistencia judicial y administrativa mutua en asuntos tales como la detección y el enjuiciamiento de delincuentes, su extradición y la in- cautación de sus bienes, para destinarlos al resarcimiento de las víctimas;
5. Recomienda que, en los planos internacional y regional, se adopten todas las medidas apropiadas tendientes a:
a) Promover las actividades de formación destinadas a fo- mentar el respeto de los criterios y normas de las Naciones Unidas y reducir los posibles abusos;
b) Patrocinar las investigaciones prácticas de carácter coope- rativo sobre los modos de reducir la victimización y ayu- dar a las víctimas, y promover intercambios de informa- ción sobre los medios más efectivos de alcanzar esos fines;
c) Prestar ayuda directa a los gobiernos que la soliciten con miras a ayudarlos a reducir la victimización y aliviar la situación de las víctimas;
d) Establecer formas y medios de proporcionar un recurso a las víctimas cuando los procedimientos nacionales resul- ten insuficientes;
6. Pide al Secretario General que invite a los Estados Miembros a que informen periódicamente a la Asamblea General respecto a la aplicación de la Declaración, así como a las medidas que adopten a ese efecto;
7. Pide también al Secretario General que aproveche las oportu- nidades que ofrecen todos los organismos y órganos del siste- ma de las Naciones Unidas a fin de prestar asistencia, cuando sea necesario, a los Estados Miembros para mejorar las formas y medios de proteger a las víctimas a nivel nacional y mediante la cooperación internacional;
8. Pide además al Secretario General que promueva los objetivos de la Declaración, procurando especialmente que su difusión sea lo más amplia posible;
9. Insta a los organismos especializados, a otras entidades y órga- nos del sistema de las Naciones Unidas, a las organizaciones intergubernamentales y no gubernamentales pertinentes y a la población en general a que cooperen en la aplicación de las disposiciones de la Declaración.
CAPÍTULO VI
A MODO DE CIERRE
La realidad paraguaya, desde un plano histórico local, la víctima ha sido siempre relegada, entendida como el sujeto pasivo del delito o el titular del bien jurídico tutelado, con una consecuente expropiación del conflicto. Han sido muchas las explicaciones que se han tratado de dar para este involun- tario distanciamiento, siendo una de ellas, el carácter público y “estatal”, que se ha pretendido dar a la persecución penal, justificando la persecución penal estatal contra el imputado, sobre la base del daño infligido a la víctima, despojándola pa- radójicamente, una vez iniciada de la posibilidad de participar en el desarrollo y el derrotero del proceso.
En nuestro país, como uno de los precursores en la realiza- ción de un análisis crítico sobre la situación de la víctima en nuestro sistema procesal penal, figura Alfredo Enrique Kro- nawetter, quien, en una destacable publicación internacional, indicaba que:
“El paralelismo asignado a la filosofía del Anteproyecto ha sido bastante útil para desalentar prejuicios y criterios prescindentes de la situación especialísima en que se hallan las víctimas de he- chos delictuosos, a la hora de estructurar las normas procesales tendientes a optimizar la participación de la víctima, superando crecidamente la tradición desvalorizante de aquélla en el trámite penal. Todas las decisiones encarnan una alta dosis de asimilación a los principios de participación y publicidad de los ciudadanos y, muy particularmente, de la víctima, que es, definitivamente,
sujeto de los efectos dolorosos o perjudiciales del hecho reputado criminoso…”.75
Con la vigencia del nuevo Código Penal, en sustitución al Código de 1918, recién a finales de los años noventa, con la implementación del nuevo sistema penal, nuestro Código Penal (Ley N° 1160/97), de origen alemán, estableciendo por vez primera soluciones de reparación a las víctimas, como el caso de la composición como una pena adicional, que guarda las características de la indemnización, por el cual el autor adjudicará a la víctima el pago de una determinada suma de dinero cuando ella sirva para el restablecimiento de la paz social, y la suspensión condicional de la pena.
En el ámbito de los derechos de la víctima y su desarrollo en los códigos penales de fondo y de forma, tienen hoy en día un desarrollo teórico casi inseparable.
En nuestro país, la experiencia de la implementación ha demostrado que la intervención del damnificado en la forma que reglamenta nuestro Código de Procedimiento ciertamen- te no es la tónica más adecuada, debido precisamente a las restricciones a su actividad procesal. Pero también evidencia que es indispensable que la persona particularmente ofendida participa en el proceso, aportando al mismo su conocimiento exacto de los hechos y los elementos que solo él puede tener, para facilitar la acción rápida y eficaz de la justicia.
Uno de los principales obstáculos para la igualdad proce- sal entre víctima y victimario, lo constituyen las disposiciones legales, en donde se ha otorgado demasiadas garantías a los procesados en desmedro de las víctimas.
Igualmente, existen actualmente hechos punibles,  que son considerados delitos de acción penal privada, que  nece-
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75 Bermúdez, Bertolino, Goitía, Kronawetter, Scarance Fernández, Tavolari Oliveros. La víc- tima en el Proceso Penal”, pág. 200.
sariamente requieren la contratación de los servicios de los profesionales abogados –constituyendo así un obstáculo para el acceso a la justicia–, como el caso de lesión, violación de domicilio, etc., por lo que soy del criterio de que debería de existir soluciones legislativas.
Una solución sería que no existan delitos de carácter pri- vado ni público, o en su caso, sea el Ministerio de la Defensa Pública, el organismo encargado de promover las querellas por hechos punibles de acción penal privada.
Otro de los graves problemas que acarrea –y no por ello deja de ser polémico– es la figura de la “querella adhesiva”, en donde el titular de la acción es el Ministerio Público, por lo que hoy día se debate la implementación de la querella autó- noma, a los efectos de garantizar el acceso a la justicia y evitar la impunidad, considerando el desinterés o la desidia de los órganos acusadores, que con el objeto de evitar un juicio oral y público, aceptan fácilmente –y en la mayoría de los casos en forma inconsulta– salidas alternativas, como lo son el proce- dimiento abreviado, la suspensión condicional del procedi- miento, criterio de oportunidad, etc.
Urge la imperiosa necesidad de establecer mecanismos le- gales que posibiliten en forma material la igualdad procesal entre víctima y victimario, considerando que actualmente los imputados gozan de ciertos “privilegios o garantías” de ran- go constitucional que muchas veces imposibilitan el acceso a la justicia, por parte de las víctimas.
Otro dato preocupante, es el bajo nivel de sentencias con- denatorias y esclarecimiento de los hechos punibles que son denunciados, existiendo un descreimiento y un desprestigio tanto del órgano acusador (Ministerio Público) y del Poder Judicial.
Se debe replantear varios aspectos legales y que pueden cambiar los actuales paradigmas, dando un nuevo enfoque desde el punto de vista a la víctima, teniendo en cuenta estos aspectos que son fundamentales, a saber: 1) el derecho al ac- ceso a la justicia y trato justo; 2) el derecho a la protección y asistencia; 3) el derecho a la reparación y a la no repetición.
Considerando el modelo o diseño normativo con que cuenta el sistema acusatorio paraguayo, es necesario que el Ministerio Público debe estar a la vanguardia del cambio del sistema procesal penal, con el característico giro que involu- cra un adecuado tratamiento y reconocimiento de los dere- chos de las víctimas.
Es por ello, que se deben establecer plataformas de gestión y de acción orientadas a un objetivo central: lograr mayores niveles de eficacia y eficiencia en dicha materia.
El objetivo entonces es lograr la misión de la institución cumpliendo a cabalidad las actividades de planificación, organización, coordinación, monitoreo y supervisión orien- tadas, en este caso, a asistir adecuada e integralmente a las víctimas, apoyando en dicho propósito decididamente al sis- tema fiscal en la perspectiva de ejecutar las disposiciones del Código Procesal Penal.
¿Cómo hacerlo? En nuestro país esta tendencia de posicio- namiento de la víctima, a través del establecimiento de me- didas de asistencia y protección a su favor, sobre todo en lo referente al último de los aspectos, solo se observa de modo disperso en términos normativos en los casos de delitos de complejidad o gravedad como el terrorismo, tráfico ilícito de drogas o corrupción de funcionarios, pero el “grueso” de las víctimas, aquellos catalogados como los ciudadanos perjudi- cados comunes y corrientes, aún no perciben esta preocupa- ción o interés por sus problemas y el estado de los   procesos
en los que tienen la condición de agraviados, lo cual definiti- vamente debe llamar a especial reflexión y fundamentalmen- te a que se forje una real voluntad institucional a nivel de las agencias de administración de justicia, con el fin de enmendar este grave error.
Concluyendo, es legítimo también sostener que fortale- cer una línea de acción tan importante en el plan estratégico institucional del Ministerio Público como es el acercamiento a la población, mejorando su percepción como el organismo constitucional modelo de nuestro sistema de administración de justicia, es una prioridad fundamental que, de concretarse plenamente, cumplirá el objetivo final de nuestro proceso de reforma procesal, materializando en la práctica de los despa- chos fiscales lo que se ha declarado aún solo a nivel declarati- vo en materia de efectiva asistencia a las víctimas.
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